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nueve de marzo de dos mil veintiuno

San Luis Potosí, San Luis Potosí, nueve de marzo de dos 
mil veintiuno.

S E N T E N C I A

Vistos, para resolver, los autos del juicio de amparo 92/2020-
IV.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda. 
Mediante escrito presentado el treinta de enero de dos mil 

veinte, en la Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de 

Distrito en esta ciudad y turnado el mismo día a este Juzgado, 

*******  *********  **********  ******* por su propio derecho y 

como representante del ******* ** *********** * ************* 

**  ***  ****  *******  **********  ****** solicitó el amparo y 

protección de la Justicia Federal en contra del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, por el acto que se precisa a 

continuación:

ACTO RECLAMADO: 

“[…] la omisión en que incurre al no haber acatado la obligación 
que le impone el artículo tercero transitorio de la Ley General de 
Comunicación promulgada el 11 de mayo de 2018, relativa a 
promulgar la ley local respectiva.”

SEGUNDO. Trámite. 
Previo desahogo de prevención, por auto de veinticinco de 

febrero de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda de 

amparo, la cual se registró en el libro de Gobierno, así como en el 

Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes bajo el 

consecutivo 92/2020-IV; se requirió a la autoridad responsable por 

la rendición de su informe justificado y se otorgó al agente del 

Ministerio Público de la Federación, la participación que legalmente 

le corresponde. 
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TERCERO. Acumulación. 

El veintinueve de septiembre de dos mil veinte, éste órgano 

jurisdiccional ordenó la acumulación del sumario 190/2020-I-M, 
promovido por  ********  *****  **** del índice del Juzgado 

Segundo de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, a fin de estar 

en posibilidad de emitir una resolución conforme a derecho. 

El siete de octubre de dos mil veinte, se tuvo por recibido el 

aludido juicio de amparo y se reanudó el procedimiento.

Del referido sumario constitucional, se advierte que mediante 

escrito presentado el veintiuno de febrero de dos mil veinte, en la 

Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de Distrito en 

esta ciudad y turnado el veinticuatro siguiente al Juzgado Segundo 

de Distrito en el Estado, ******** ***** ****  solicitó el amparo y 

protección de la Justicia Federal en contra del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí por el acto que se precisa a 

continuación:

ACTO RECLAMADO: 

“[…] la omisión en que incurre al no haber acatado la 
obligación que le impone el artículo tercero transitorio de la 
Ley General de Comunicación promulgada el 11 de mayo de 
2018, relativa a promulgar la ley local respectiva.”

Previos diferimientos, se citó a las partes a la celebración de 

la audiencia constitucional que, se verificó al tenor del acta que 

antecede.

CUARTO. Acuerdos del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal.

Mediante Acuerdos Generales 4/2020, 6/2020, 8/2020 
10/2020, 13/2020, 15/2020 y 18/2020, todos del Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal, relativos a las medidas de contingencia en 

los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de salud pública 
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derivado del virus COVID-19, se determinó la suspensión de labores 

del dieciocho de marzo al cinco de mayo del año en curso. 

Posteriormente se determinó dar continuidad a las medidas 

tendientes a evitar la concentración de personas y la propagación 

del virus, así como reanudar las actividades jurisdiccionales en 

mayor escala dentro del Poder Judicial de la Federación, durante el 

período del seis al treinta y uno de mayo de este año. Después, 

se ampliaron los periodos decretados por dicha contingencia, del 

uno al quince de junio del año en curso; dieciséis al treinta del 
mismo mes; al 15 de julio de dos mil veinte; y al 31 de julio de 
dos mil veinte.

En los Acuerdos Generales 21/2020 y 25/2020 del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, se estableció la reanudación de 
plazos y el regreso escalonado en los Órganos Jurisdiccionales 

ante la contingencia por el virus Covid-19, reanudando en su 
totalidad las actividades jurisdiccionales dentro del Poder 

Judicial de la Federación a partir del tres de agosto de dos mil 
veinte hasta el treinta y uno de octubre del presente año, 

posteriormente se amplió dicho periodo hasta el 15 de enero de 
2021, tiempo durante el cual la actividad jurisdiccional se sujetaría a 

las reglas establecidas en dichos Acuerdos.

En la circular CAP/3/2020 de veinte de diciembre de dos mil 

veinte, se estableció que los órganos jurisdiccionales regresarán al 

esquema de contingencia previsto en el artículo 1, fracciones I, II, III 

y IV, del Acuerdo General 13/2020 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo al esquema de trabajo y medidas de 

contingencia en los órganos jurisdiccionales por el fenómeno de 

salud pública derivado del virus Covid-19, dentro del período del 
veintiuno de diciembre de dos mil veinte al once de enero de 
dos mil veintiuno. Instrumento de observancia general el relatado 

en el punto anterior que indica que una vez transcurrido el plazo 

previsto en el punto 2, se reanudarán los plazos y términos 
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procesales, conforme a las condiciones previstas en los artículos 2 y 

32 del AG 21/2020. Continuación que para la presente Entidad 

Federativa –San Luis Potosí– no se contempló como excluida 

acorde a lo dispuesto por la Circular SECNO/1/2021, emitida por la 

Secretaria Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos el ocho de 

enero de dos mil veintiuno. 

Luego, en la circular SECNO/8/2021 de treinta de enero de 

dos mil veintiuno, se estableció que, debido a la modificación en la 

situación por los contagios por Covid-19, los órganos 
jurisdiccionales regresarán al esquema de contingencia previsto 

en el artículo 1, fracciones I, II, III y IV, del Acuerdo General 13/2020 

del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al esquema 

de trabajo y medidas de contingencia en los órganos jurisdiccionales 

por el fenómeno de salud pública derivado del virus Covid-19, 
dentro del período del uno al nueve de febrero de dos mil 
veintiuno, entre los cuales se encuentra San Luis Potosí.

En circular SECNO/9/2021, la Comisión Especial del Consejo 

de la Judicatura Federal amplió dicha suspensión del diez al 
quince de febrero de este año en trece entidades federativas 
con semáforo rojo, entre ellas, San Luis Potosí.

 En circular SECNO/10/2021, la Comisión Especial del 

Consejo de la Judicatura Federal, aprobó el punto de acuerdo 

relativo a la Propuesta de medidas de deben adoptarse del 

dieciséis al veintidós de febrero de dos mil veintiuno en los 

órganos jurisdiccionales de la República mexicana, en virtud de los 

contagios por la emergencia Covid-19, en la que en relación a San 
Luis Potosí, se estableció que el dieciséis y diecisiete de febrero de 

este año son inhábiles laborables y a partir del dieciocho de dicho 

mes y año se reanudarán los plazos y términos procesales, 

conforme a las condiciones previstas en el Acuerdo General 

21/2020.
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El presente asunto se encuentra con audiencia celebrada el 

diez de diciembre de dos mil veinte, por tanto, procede resolverse.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia.
Este juzgado es legalmente competente para conocer y 

resolver el presente asunto, conforme a lo dispuesto por los 

artículos 103, fracción I, y 107, fracciones I y VII, de la Constitución 

General de la República; 48 y 49 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, 33, fracción IV, 35 y 37 de la Ley de 

Amparo; así como los puntos Primero, Segundo, fracción IX, y 

Cuarto, fracción IX, del Acuerdo General 3/2013, emitido por el 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los Circuitos 

Judiciales en que se divide la República Mexicana, y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por Materia de los Tribunales 

de Circuito y de los Juzgados de Distrito, dado que se reclama un 

acto negativo que no trae consigo ejecución material, pues se trata 

de una conducta omisiva, de ahí que al haberse presentado la 

demanda ante este órgano jurisdiccional, corresponde su 

conocimiento.

SEGUNDO. Fijación del acto reclamado.
Antes de establecer lo relativo a la certeza del acto de 

autoridad reclamado, con fundamento en el artículo 74 fracción I, de 

la Ley de Amparo1, y en concordancia con la integridad de las 

demandas de amparo2, es pertinente precisar que la parte quejosa 

reclama del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la omisión de 
emitir la ley local respectiva y/o armonizar la legislación, cuya 

1 Artículo 74. La sentencia debe contener:
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado; […]

2 Jurisprudencia 40/2000, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, página 32. “DEMANDA DE AMPARO. 
DEBE SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD. Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de que 
el juzgador debe interpretar el escrito de demanda en su integridad, con un sentido de liberalidad y no restrictivo, para 
determinar con exactitud la intención del promovente y, de esta forma, armonizar los datos y los elementos que lo 
conforman, sin cambiar su alcance y contenido, a fin de impartir una recta administración de justicia al dictar una 
sentencia que contenga la fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 77, 
fracción I, de la Ley de Amparo.”
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obligación se impuso en el artículo tercero transitorio de la Ley 
General de Comunicación Social promulgada el once de mayo 
de dos mil dieciocho.

TERCERO. Existencia del acto reclamado.
El Congreso del Estado de San Luis Potosí, por conducto 

del Diputado  ******  ******  *******, Presidente de la Directiva, 

omitió pronunciarse respecto de la certeza del acto reclamado; sin 

embargo, este órgano jurisdiccional estima que debe tenerse como 

cierto.

En efecto, para analizar la certeza o inexistencia de los actos 

reclamados cuando se está ante omisiones, debe analizarse si 

para la autoridad señalada como responsable existe la obligación 

legal que en su caso le imponga la carga de actuar en el sentido 

indicado por la parte quejosa, como lo ha establecido la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación.

Lo anterior, dado que de no tener el órgano gubernativo dentro 

de su cúmulo de atribuciones la de conducirse en el sentido que se 

le exige, la omisión que se le atribuye será jurídicamente 

inexistente; por lo que no se pueden tener por ciertos ese tipo de 

actos por el solo hecho de incurrir en la omisión por sí misma, con 

criterios subjetivos3.

3 Al respecto, se cita la tesis aislada 1a. XXIV/98, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
VII, junio de 1998, página 53, materia(s): común, administrativa, de la Novena Época, con 
número de registro digital: 196080, de rubro y texto siguientes: “ACTOS DE NATURALEZA 
OMISIVA. PARA ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE 
ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA COMPETENCIA 
DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN DE ACTUAR 
EN EL SENTIDO QUE INDICA EL QUEJOSO.—Para que se actualice la omisión en que 
incurre una autoridad debe existir previamente la obligación correlativa, conforme lo dispongan 
las normas legales; por tanto, un acto omisivo atribuido a la autoridad, como puede ser que el 
presidente de la República, no haya sancionado un acuerdo expedido por un secretario de 
Estado, independientemente de las afirmaciones de la quejosa y las manifestaciones de la 
responsable, será cierto o inexistente, en función de las obligaciones y facultades 
constitucionales que ineludiblemente está constreñida a realizar, sea en vía de consecuencia de 
un acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea sin que tenga como 
presupuesto una condición; y no simplemente por el solo hecho de incurrir en la omisión por sí 
misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, para estar en aptitud de precisar la 
certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva cuando se le imputa a determinada 
autoridad, debe acudirse en principio a las normas legales que prevén su competencia para 
verificar si en realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, antes de pronunciarse 
sobre una posible omisión es necesario identificar si existe obligación jurídica de actuar en la 
forma que la quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la conclusión errónea de que 
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Además, cuando los actos reclamados sean omisiones o 

hechos negativos, la parte quejosa no tiene el deber de acreditar su 

existencia, sino que corresponde a las autoridades responsables 

demostrar que no incurrieron en aquéllas4.

Esto es, lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha sido en el sentido de presumir la existencia de las 

omisiones o actos negativos atribuidos a las autoridades 

responsables, a menos de que éstas demuestren que no incurrieron 

en esos actos, ya sea porque sí actuaron en el sentido pretendido o 

sí realizó un acto positivo, o bien, porque no pudieran atribuírsele 

tales actos por no tener el deber legal o de hecho de actuar en ese 

sentido. 

Lo cual significa que no es la parte quejosa quien debe 

demostrar la falta de actuación de la autoridad responsable o el acto 

negativo, puesto que, por regla general, el que niega no está 

obligado a probar, a menos que su negativa implique una 

afirmación. 

Por tanto, el contenido de los criterios citados lleva a 

establecer un beneficio en favor de la parte quejosa en el sentido de 

que, al reclamar un acto omisivo o hecho negativo, tiene en su favor 

una presunción de certeza, a menos de que la autoridad demuestre 

que no incurrió en ellos, o bien, porque no pudiera atribuírsele tales 

actos por no tener el deber legal o de hecho de actuar en ese 

sentido.

cualquier omisión reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar 
en determinado sentido, que después de todo puede servir como referencia para iniciar el 
análisis de certeza de actos”.
4 Jurisprudencia con registro electrónico 238592, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación a página 27 del 
Volumen 60, Tercera Parte, que dice: “ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIO LOS REQUISITOS QUE SE LE 
RECLAMAN. Advirtiéndose que los actos reclamados consisten en omisiones o hechos 
negativos de las autoridades responsables, debe entenderse que la carga de la prueba de esas 
omisiones o de los hechos negativos, no corresponde a la parte quejosa, sino que es a las 
responsables a las que toca demostrar que no incurrieron en ellos.
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Establecido lo anterior, como se indicó, se estima que debe 

tenerse como existente la omisión reclamada a la autoridad 

responsable. 

Para evidenciar tal afirmación, se estima que debe plantearse 

la siguiente pregunta:

¿La autoridad responsable Congreso del Estado de San 
Luis Potosí se encuentra legalmente obligada a emitir la ley local 

respectiva y/o armonizar la legislación de conformidad con el 

artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación Social 

promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho?

La respuesta a la interrogante planteada se considera que 

debe contestarse en sentido afirmativo y, por ende, que la omisión 

reclamada a la autoridad responsable aludida es existente. 

Ello es así, en razón de que el diez de febrero de dos mil 

catorce, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “Decreto 

por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia política-electoral”.

En el artículo tercero transitorio del referido decreto se impuso 

la obligación al Congreso de la Unión de expedir la ley que 

reglamente el párrafo octavo del artículo 134 de esta Constitución, la 

que establecerá las normas a que deberán sujetarse los poderes 

públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de 

la administración pública y de cualquier otro ente de los tres órdenes 

de gobierno, y que garantizará que el gasto en comunicación social 

cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez, así como que respete los topes 

presupuestales, límites y condiciones de ejercicio que establezcan 

los presupuestos.
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Así, en cumplimiento a lo anterior, el Congreso de la Unión 

expidió la Ley General de Comunicación Social, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación5 el once de mayo de dos mil 

dieciocho, en cuyo artículo tercero transitorio se dispone:

“Tercero.- El Congreso de la Unión, los Congresos Locales y la 
Asamblea Legislativa de la Ciudad de México deberán armonizar su 
legislación, en un plazo no mayor a 90 días a partir de la 
publicación del presente Decreto.

Dicha legislación deberá entrar en vigor el mismo día que lo haga la 
Ley que se expide por virtud del presente Decreto.” 

Del artículo transitorio transcrito, se concluye que 

efectivamente existe una obligación legal para los Congresos 
Locales de armonizar su legislación en un plazo no mayor a 

noventa días.

De ahí que, la omisión reclamada sea existente, en razón de 

que el Congreso del Estado de San Luis Potosí, al tener la 

naturaleza de ser un congreso local, se encuentra obligado 

legalmente derivado del artículo tercero transitorio de la Ley General 

de Comunicación Social, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el once de mayo de dos mil dieciocho, a armonizar su 

legislación.

Por tanto, si en el caso la autoridad responsable Congreso 
del Estado de San Luis Potosí no acreditó con constancia alguna 

que hubiese dado cumplimiento a la obligación antes indicada, lo 

procedente es que, en términos de lo resuelto por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, deba considerarse cierta la omisión 

reclamada, toda vez que se demostró que legalmente se encuentra 

constreñida a actuar, sin que lo hubiese hecho en el plazo con el 

que contaba para ello, esto es, un término no mayor a noventa días 

a partir de la publicación del decreto a que se hizo alusión.

5 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5522344&fecha=11/05/2018 
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CUARTO. Causales de improcedencia.
Previo al estudio de fondo de la constitucionalidad del acto 

reclamado, se debe examinar la causa de improcedencia que se 

advierte en autos, por ser una cuestión de orden público en términos 

del dispositivo 62 de la Ley de Amparo6.

I. Causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo.

El suscrito advierte, de oficio, que respecto de la quejosa 

********  *****  ****  se actualiza la causal de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en 

razón de que la parte quejosa carece de interés jurídico o 
legítimo para acudir al juicio de amparo, toda vez que no se causa 

afectación alguna a su esfera jurídica.

Marco Jurídico.
Al respecto, conviene imponerse del artículo y fracción 

citados, que establecen:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
[…]
XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o 

legítimos del quejoso, en los términos establecidos en la 
fracción I del artículo 5o de la presente Ley, y contra normas 
generales que requieran de un acto de aplicación posterior al 
inicio de su vigencia;

[…]

De la fracción transcrita, se advierte que la improcedencia 

del juicio se actualiza respecto de dos supuestos. El primero, 

cuando se desprende de actos que no afectan el interés jurídico o 

legítimos de la parte quejosa en los términos establecidos en la 

fracción I, del artículo 5 de ese ordenamiento; y, el segundo, contra 

normas generales que requieran de un acto de aplicación posterior 

al inicio de su vigencia.

Conviene aclarar que la improcedencia propuesta se 

estudiará a la luz de lo previsto en el artículo 107, fracción I, de la 
6 Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca 

del juicio de amparo.
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Constitución Federal, ya que con la reforma que sufrió ese precepto 

se superó el concepto de interés jurídico ampliándolo con el de 

interés legítimo.

En relación con lo expuesto, el numeral 107, fracción I, de la 

Constitución Federal, se establece que el juicio de amparo se 

seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal 

carácter quien aduce ser titular de un interés legítimo, como puede 

verse en la transcripción siguiente:

“Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 
103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia 
electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley 
reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de 
parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de 
un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo, 
siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos 
reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera 
jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial 
situación frente al orden jurídico.”

En relación con dicho precepto, deben citarse, además, los 

diversos 5, fracción I, y 6 de la Ley de Amparo, que prevén:

“Artículo 5. Son partes en el juicio de amparo:
I. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser 

titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo 
individual o colectivo, siempre que alegue que la norma, acto u 
omisión reclamados violan los derechos previstos en el artículo 
1 de la presente ley y con ello se produzca una afectación real 
y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en 
virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como 
interés legítimo. La autoridad pública no podrá invocar interés 
legítimo.”

“Artículo 6. El juicio de amparo puede promoverse por 
la persona física o moral a quien afecte la norma general o el 
acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 5 de 
esta Ley. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante 
legal o por su apoderado, o por cualquier persona en los casos 
previstos en esta ley.” 

De los dispositivos transcritos se desprende que el juicio de 

amparo no procede oficiosamente, es decir, constituye un requisito 
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indispensable que el gobernado resienta directamente una 

afectación en su esfera jurídica.

Conforme a los artículos 107, fracción I, de la Constitución, 5 

y 6 de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es un medio de control 

constitucional para proteger los derechos humanos reconocidos de 

los gobernados y las garantías otorgadas para su protección por la 

Constitución, y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, de los gobernados contra los actos de las 

autoridades, que se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, 

es decir, aquélla a quien perjudique una ley, un tratado 

internacional, un reglamento o cualquier otro acto que se reclame, y 

con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa 

(interés jurídico) o en virtud de su especial situación frente al 
orden jurídico (interés legítimo).

Entonces, de acuerdo con la reforma se amplía el campo de 

posibilidades para acudir al juicio de amparo porque podrá acudir a 
solicitar la protección de la Justicia Federal quien alegue tener 
un interés legítimo o jurídico, que son instituciones diferentes.

En efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación definió que el interés legítimo no supone la existencia 

de un derecho subjetivo, aunque sí que la necesaria tutela 
jurídica corresponda a su "especial situación frente al orden 
jurídico", lo que implica que esa especial situación no supone ni un 

derecho subjetivo ni la ausencia de tutela jurídica, sino la de 
alguna norma que establezca un interés difuso en beneficio de 
una persona o colectividad, identificada e identificable y supone 

que la parte quejosa pertenece a ella7.

7 Sirve de apoyo la tesis 2a. XVIII/2013, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubro: “INTERÉS LEGÍTIMO. ALCANCE DE ESTE CONCEPTO EN EL JUICIO DE AMPARO.” 
registro: 2003067, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, 
página 1736.
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Por otra parte, la Primera Sala del Máximo Tribunal 

estableció que el interés legítimo permite a las personas combatir 

actos que estiman lesivos de sus derechos humanos, sin la 

necesidad de ser titulares de un derecho subjetivo, por lo que el 

interés legítimo se actualizará, en la mayoría de los casos, cuando 

existan actos de autoridad, cuyo contenido normativo no es dirigido 

directamente a afectar los derechos de los quejosos, sino que, por 

sus efectos jurídicos irradiados colateralmente, ocasiona un 

perjuicio o priva de un beneficio en la esfera jurídica del ciudadano, 

justamente por la especial situación que tiene en el ordenamiento 

jurídico. Lo cual se podría considerar como un agravio personal e 

indirecto, en oposición al agravio personal y directo exigido por el 

interés jurídico.

Esto es, el interés legítimo puede definirse como aquél 
interés personal (individual o colectivo), cualificado, actual, 
real y jurídicamente relevante, que pueda traducirse, si llegara 
a concederse el amparo, en un beneficio jurídico a favor del 
quejoso. Además, la Sala referida aseveró que ese interés debe 

estar garantizado por un derecho objetivo, sin que dé lugar a un 

derecho subjetivo; por lo que debe haber una afectación a la esfera 

jurídica del quejoso en sentido amplio, que puede ser de tipo 

económico, profesional, de salud pública, o de cualquier otra 

índole8. 

En razón de lo anterior, debe precisarse que el interés 
legítimo supone únicamente la existencia de un interés 
cualificado respecto de la legalidad de determinados actos y que 

proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea 

directa o derivada de su situación particular respecto del orden 

jurídico.

8 Sirve de apoyo la tesis 1a. XLIII/2013, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1, página 822 
Registro: 2002812, de rubro:  “INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS SIMPLE.” 
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Por otra parte, el interés jurídico, en cambio, sí precisa la 

afectación a un derecho subjetivo, como lo definió la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 

1ª/J.168/2007, de rubro: “INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. 
ELEMENTOS CONSTITUTIVOS.”9

De acuerdo con el criterio anterior, debe decirse que el interés 

jurídico, para acreditarse en el juicio de amparo, debe derivar de un 

perjuicio directo sobre sus intereses jurídicos con motivo de un acto 

de autoridad, esto es, del criterio transcrito se advierte lo siguiente:

a) Que el acto reclamado cause un perjuicio, o sea, que 

lesione los intereses jurídicos de una persona o su patrimonio; 

b) Las afectaciones deben ser susceptibles de apreciarse en 

forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio; 

c) Debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con 

base en presunciones; y, 

d) Los daños o perjuicios que una persona puede sufrir, 

afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente tutelados.

En resumen, existe interés jurídico cuando el peticionario 

acredita una afectación en su persona o en sus bienes (esfera de 

derechos), los cuales deben ser acreditados en forma fehaciente.

Por tanto, la diferencia entre el interés jurídico y el 
legítimo consiste en que en el primero el quejoso debe acreditar 

fehacientemente que es titular del derecho subjetivo público que es 

9 Registro: 170500, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Enero de 2008, página 225, que dice “El artículo 4o. de la Ley de 
Amparo contempla, para la procedencia del juicio de garantías, que el acto reclamado cause un perjuicio a la persona 
física o moral que se estime afectada, lo que ocurre cuando ese acto lesiona sus intereses jurídicos, en su persona o 
en su patrimonio, y que de manera concomitante es lo que provoca la génesis de la acción constitucional. Así, como la 
tutela del derecho sólo comprende a bienes jurídicos reales y objetivos, las afectaciones deben igualmente ser 
susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que el interés 
jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones; de modo que la naturaleza 
intrínseca de ese acto o ley reclamados es la que determina el perjuicio o afectación en la esfera normativa del 
particular, sin que pueda hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que una persona puede sufrir, no 
afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente amparados.”
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violado por un acto de autoridad, en cambio, en el segundo, se 

pueden combatir actos que se estiman lesivos de derechos 

humanos, sin la necesidad de que la parte quejosa demuestre ser 

titular de un derecho subjetivo, por lo que el interés legítimo se 
actualizará, en la mayoría de los casos, cuando existan actos 
de autoridad, cuyo contenido normativo no es dirigido 
directamente a afectar los derechos de los quejosos, sino que, 
por sus efectos jurídicos irradiados colateralmente, ocasiona 
un perjuicio o priva de un beneficio en la esfera jurídica del 
ciudadano, justamente por la especial situación que tiene en el 

ordenamiento jurídico.

Sentado lo anterior, se concluye que la causa de 
improcedencia citada se actualiza cuando el acto de autoridad 
que se combate en el juicio de amparo no incide en forma 
alguna en la esfera jurídica del promovente, ya sea porque no le 

impone obligación alguna, o bien, no se tiene un derecho subjetivo 

específico que se vea afectado con ese acto.

Caso concreto.
En el caso concreto, la quejosa ******** ***** **** aduce 

en esencia, que la responsable viola en su perjuicio los artículos 1, 

6, 16 y 134 constitucionales; 19 de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos; 1, 2 y 13 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos; 1, 2 y 19 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; el principio 13 de la Declaración de Principios 

sobre Libertad de Expresión; el principio 7 de la Declaración de 

Chapultepec, así como los artículos 6 y 9 de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción y el precepto 3 de la 

Convención Interamericana contra la Corrupción.

 Ello, en razón de que la ausencia del marco normativo 

reclamado posibilita usos inadecuados de recursos públicos en 

detrimento de toda la comunidad, afectación que le es 
particularmente lesiva como profesional de la comunicación 
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interesada en el desempeño adecuado de esa función 

gubernamental, lo que transgrede su derecho humano de libertad 
de expresión.

En efecto, refiere que, al ser periodista, la omisión 

legislativa vulnera su derecho de libertad de expresión en tanto que 

la libertad de expresión tiene una dimensión activa y otra pasiva, es 

decir, no solo protege la posibilidad de expresar las ideas, sino 

también la de recibir información confiable. 

 Manifiesta que, tratándose de órgano gubernamentales, la 

difusión de la información debe hacerse con pautas claras y 

adecuadas, no con sesgos noticiosos tendenciosos que puedan 

favorecer ciertos criterios editoriales a cambio de pagos por 

publicidad. 

Además, refirió que los derechos vulnerados no radican en la 

ausencia de una norma común en el catálogo de las leyes locales, 

sino que con dicha omisión se comprometen disposiciones que 
atienden al derecho a la información como prerrogativa 
ciudadana, en tanto que la falta de lineamientos claros para el uso 

de los recursos públicos bajo el rubro de publicidad gubernamental 

potencializa su utilización arbitraria, discrecional e indebida. 

Expresa que la falta de regulación reclamada afecta el 
derecho a la información pública, permite relaciones 

desreguladas entre autoridades y empresas de medios, 

desactualiza el derecho local y coloca a los ciudadanos en 

desigualdad respecto de las personas que residen en entidades que 

ya cuentan con su respectiva ley de comunicación. 

Asimismo, refirió en el apartado de interés legítimo de su 

demanda, que la falta de adecuación a la normativa local implica 

que, en la ciudad de San Luis Potosí, no se determinen aun las 

pautas y criterios de asignación presupuestal a medios de 
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comunicación privados con motivo de difusión de publicidad oficial o 

informaciones gubernamentales, lo cual la coloca en el supuesto 
subjetivo de acreditar plenamente el interés legítimo para incoar 

el presente juicio de amparo. 

Conclusión.
De lo anterior, se advierte que la quejosa  ********  ***** 

**** se ostenta como periodista razón por la cual refirió que le 

asiste el interés procesal idóneo para la procedencia y otorgamiento 

del presente juicio de amparo; sin embargo, no allegó prueba 
alguna al presente sumario constitucional con la que acredite 
que tiene el carácter que indica, de periodista. 

Lo anterior, la coloca como una ciudadana que carece de 
interés legítimo para la procedencia del presente juicio de amparo, 

en tanto que el acto omisivo que reclama de la autoridad 

responsable no ocasiona un perjuicio o priva de un beneficio en 
la esfera jurídica de la ciudadana, justamente porque carece de la 

especial situación frente al ordenamiento jurídico.

Esto es, no demostró su interés personal, individual, 

cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que pueda 

traducirse, si llegara a concederse el amparo, en un beneficio 

jurídico a favor de la quejosa.

Decisión.
Por ende, al ser fundada la causal de improcedencia en 

estudio, prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, 

con fundamento en la fracción V del numeral 63 del invocado 

ordenamiento legal, debe sobreseerse en el juicio de amparo 
únicamente respecto de la quejosa ******** ***** *****

II. Causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XIV, de la Ley de Amparo.
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La autoridad responsable manifiesta que en el presente caso 

se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XIV, en relación con el numeral 17 de la Ley de Amparo, en 

razón de que la parte quejosa consintió el acto reclamado al no 

haber promovido dentro del término de ley la demanda de amparo. 

Ello, porque el once de mayo de dos mil dieciocho, se publicó 

la Ley General de Comunicación Social, la cual entró en vigor el uno 

de enero de dos mil diecinueve, y transcurrió el plazo otorgado en el 

artículo tercero transitorio de la norma en cita (90 días a partir de la 

publicación), sin haber promovido la demanda de amparo 

respectiva, lo que hace evidente que los actos reclamados al Poder 

Legislativo fueron consentidos tácitamente.  

De ahí que considera que el presente juicio de amparo 

resulta improcedente.

Calificación Jurídica.
Dicha causa de improcedencia es infundada.

Marco Jurídico.
Al respecto, el artículo 61, fracción XIV, de la Ley de Amparo, 

dice:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
[…] XIV. Contra normas generales o actos consentidos 
tácitamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que 
no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos 
previstos […]

Por su parte, los numerales 17 y 18 de la Ley de 

Amparo, disponen: 

“Artículo 17. El plazo para presentar la demanda de 
amparo es de quince días, salvo:
I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, o 
el procedimiento de extradición, en que será de treinta días;
II. Cuando se reclame la sentencia definitiva condenatoria 
en un proceso penal, que imponga pena de prisión, podrá 
interponerse en un plazo de hasta ocho años;
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III. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan 
o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en 
forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o 
disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos de 
población ejidal o comunal, en que será de siete años, 
contados a partir de que, de manera indubitable, la 
autoridad responsable notifique el acto a los grupos 
agrarios mencionados;
IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación 
de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 
procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, 
proscripción o destierro, desaparición forzada de personas 
o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza 
Aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier 
tiempo.”

“Artículo 18. Los plazos a que se refiere el artículo anterior 
se computarán a partir del día siguiente a aquél en que 
surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al 
quejoso del acto o resolución que reclame o a aquél en que 
haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto 
reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I 
del artículo anterior en el que se computará a partir del día 
de su entrada en vigor.”

De los artículos trascritos, se advierte que el juicio de amparo 

es improcedente contra actos consentidos tácitamente, 

entendiéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el 

juicio de amparo dentro de los plazos previstos en dicha norma 

legal.

Por su parte, de los artículos 17 y 18 de dicho ordenamiento 

legal, se evidencia que el término para presentar la demanda de 

amparo es de quince días y los plazos se computarán a partir del 

día siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a la ley del 

acto, la notificación al quejoso del acto o resolución que reclame o a 

aquél en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del 

acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de que se reclame 

una norma general autoaplicativa o el procedimiento de extradición, 

en el que se computará a partir del día de su entrada en vigor.

Caso concreto.
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En el caso, la parte quejosa reclama del Congreso del 

Estado de San Luis Potosí la omisión de emitir la ley local 

respectiva y/o armonizar la legislación, cuya obligación se impuso 

en el artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación 

Social promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho.

Ahora, atento a la naturaleza del acto reclamado se 

evidencia que la misma constituye una omisión, es decir, se trata 

de una abstención de actuar por parte de la autoridad, que es lo que 

produce el perjuicio, siendo que dicha omisión no se consuma en un 

solo evento, sino que se prorroga en el tiempo de momento a 

momento, razón por la cual en esta clase de actos no corren los 

términos de referencia.

Es aplicable a la anterior consideración la tesis III.5o.C.21 K 

del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito10, 

cuyo rubro dice: “DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA 
INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS 
Y OMISIVOS.” 

Conclusión.
En tales circunstancias, si parte de que la quejosa reclama la 

omisión de legislar y se sigue que en contra de actos de naturaleza 

omisiva no corren los términos previstos en los numerales invocados 

en párrafos que anteceden, para promover la demanda de amparo, 

es válido concluir que la demanda de amparo promovida por la 

quejosa no es extemporánea, pues como se vio, dicha omisión no 

se consuma en un solo evento, sino que sigue prorrogándose en el 

tiempo de momento a momento, razón por las cuales resulta 

10 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXI, mayo de 2005, página 1451, registro: 
178476. “DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS Y 
OMISIVOS. En los primeros la autoridad se rehúsa o rechaza expresamente obrar a favor de la pretensión del 
gobernado; en tanto que en los omisivos se abstiene de contestar la petición del particular ya sea en forma afirmativa o 
negativa. En ese contexto, se afirma que contra los actos negativos sí corre el término que prescribe el artículo 21 de la 
Ley de Amparo, en la medida de que el gobernado resiente una afrenta con la actitud de la autoridad de no complacerlo 
en los términos que éste pretende, situación que se consuma en el instante de la negativa y es lo que da la pauta para 
establecer, a partir de que se tenga conocimiento del mismo, el plazo a que alude el referido precepto; lo que no sucede 
con los actos omisivos, puesto que la abstención de actuar por parte de la autoridad, que es lo que produce el perjuicio, 
no se consuma en un solo evento,   sino que se prorroga en el tiempo de momento a momento, razón por la cual en 
esta clase de actos no corre el término de referencia.”
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infundada la causa de improcedencia que hace valer la autoridad 

responsable.

III. Causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXI, de la Ley de Amparo.

En otro orden de ideas, la autoridad responsable manifiesta 

que en el presente caso se actualiza la causal de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XXI, en razón de que ha dejado 

de existir la omisión reclamada porque en sesión ordinaria de treinta 

de mayo de dos mil diecinueve, fue presentada una iniciativa de 
ley por parte del legislador ****** ******** ******* *******.

En dicha iniciativa se plantea expedir la Ley Reglamentaria 

del numeral 135 de la Constitución Política del Estado de San Luis 

Potosí, en materia de comunicación social, misma que fue turnada a 

las Comisiones de Puntos Constitucionales; Hacienda del Estado; 

Vigilancia y Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo, refiere que en sesión ordinaria de cuatro de junio 

de dos mil diecinueve, se turnó a las comisiones anteriormente 

mencionadas, la iniciativa de ley que presentó la Diputada  ****** 

******* ****** en la que propone expedir la Ley de Comunicación 

Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Manifiesta que el veintisiete de noviembre de dos mil 

diecinueve, se solicitó prórroga a la Directiva de esa Soberanía, 

respecto de las iniciativas de ley, a efecto de determinar las 

iniciativas y culminar el proceso legislativo. 

Además, indicó que el once de marzo de dos mil veinte, se 

llevó a cabo la reunión de las Comisiones de Puntos 

Constitucionales; Hacienda del Estado; Vigilancia y Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, en la cual se dio lectura, análisis y 

discusión de la iniciativa presentada por la Diputada ****** ******* 

******* que propone expedir la Ley de Comunicación Social para el 
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Estado y Municipios de San Luis Potosí, de la cual se emitieron 
observaciones que se integraran en el proyecto de dictamen 
que se analizará en reuniones subsecuentes. 

Precisó que, respecto de la iniciativa de ley propuesta por el 

legislador  ******  ********  *******  ******** se dictaminara 

conjuntamente en el mismo instrumento parlamentario. 

 En consecuencia, concluyó que no existe inobservancia por 

parte del poder legislativo en la obligación impuesta consistente en 

armonizar la legislación local con respecto a la Ley General de 

Comunicación Social, dado que existen iniciativas de ley para su 
cumplimiento. Máxime que, de conformidad con el artículo 92 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, 

deben dictaminarse en un término de seis meses, con la posibilidad 

de solicitar hasta dos prórrogas de tres meses cada una, por lo que 
se puede concluir que la obligación se encuentra en vías de su 
cumplimentación, siendo que las comisiones se encuentran 
trabajando en tiempo las iniciativas citadas. 

Calificación Jurídica.
Dicha causa de improcedencia es infundada.

Marco Jurídico.
Al respecto, el numeral 61, fracción XXI, de la Ley de 

Amparo, dice:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
[…]
XXI. Cuando hayan cesado los efectos del acto 

reclamado; […]”

En torno a dicha causa de improcedencia, se precisa que los 

efectos de un acto no cesan sino cuando la autoridad responsable 

deroga o revoca el acto mismo, y esto da lugar a una situación 

idéntica a aquella que existía antes del nacimiento del acto que se 

ataca; o también, cuando la autoridad, sin revocar o dejar 

insubsistente el acto, constituye una situación jurídica que 
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definitivamente destruye de forma total e incondicional todos los 

efectos del acto que dio motivo al amparo y repone al quejoso en el 

goce del derecho violado.11

Caso concreto.
En el caso, la parte quejosa reclama del Congreso del 

Estado de San Luis Potosí la omisión de emitir la ley local 

respectiva y/o armonizar la legislación, cuya obligación se impuso 

en el artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación 

Social promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho.

Ahora bien, refiere la autoridad responsable que ha cesado la 

omisión aludida porque existen dos iniciativas de ley; la primera, 

presentada el treinta de mayo de dos mil diecinueve, por el 

legislador  ******  ********  *******  *******, en la que se plantea 

expedir la Ley Reglamentaria del numeral 135 de la Constitución 

Política del Estado de San Luis Potosí, en materia de comunicación 

social. 

La segunda iniciativa, presentada el cuatro de junio de dos 

mil diecinueve, por la Diputada  ******  *******  ****** en la que 

propone expedir la Ley de Comunicación Social para el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí.

 Sin embargo, el suscrito considera que la sola presentación 

de las iniciativas de ley no constituye una situación jurídica que 

definitivamente destruye de forma total e incondicional todos los 

efectos del acto que dio motivo al amparo y repone a la parte 
quejosa en el goce del derecho violado, como si se hubiese 
concedido el amparo y protección de la Justicia de la Unión.

11 Consideraciones que encuentran sustento en la ejecutoria sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 38, tomo IX, Junio de 1999, Novena 
Época, registro 193758, cuyo rubro establece: “CESACIÓN DE EFECTOS EN AMPARO. ESTA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA SE ACTUALIZA CUANDO TODOS LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO SON DESTRUIDOS 
EN FORMA TOTAL E INCONDICIONAL”
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Ello, porque al momento de la emisión de la presente 

sentencia sigue existiendo la omisión del Congreso del Estado de 

San Luis Potosí, de emitir la ley local respectiva y/o armonizar la 

legislación, cuya obligación se impuso en el artículo tercero 

transitorio de la Ley General de Comunicación Social promulgada el 

once de mayo de dos mil dieciocho.

Sin que sea óbice a lo anterior que el veintisiete de 

noviembre de dos mil diecinueve, se solicitó prórroga a la Directiva 

del Congreso del Estado respecto de las iniciativas de ley, a efecto 

de determinar las iniciativas y culminar el proceso legislativo; y, que 

el  once de marzo de dos mil veinte, se llevó a cabo la reunión de 

las Comisiones de Puntos Constitucionales; Hacienda del Estado; 

Vigilancia y Transparencia y Acceso a la Información Pública, en la 

cual se dio lectura, análisis y discusión de la iniciativa presentada 

por la Diputada ****** ******* ******* que propone expedir la Ley 

de Comunicación Social para el Estado y Municipios de San Luis 

Potosí, de la cual se emitieron observaciones que se integraran en 

el proyecto de dictamen que se analizará en reuniones 

subsecuentes; pues lo cierto es que las iniciativas no obligan al 
legislador a que éstas sean aprobadas, además de que se 
evidencia que el proceso legislativo no concluyó, tan es así que 
no existe la legislación respectiva.

Tampoco pasa desapercibido lo manifestado por la autoridad 

responsable en el sentido de que, de conformidad con el artículo 

9212 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San 

12 “ARTÍCULO 92. El turno de los asuntos que se presenten al Congreso del Estado, se hará conforme a la competencia 
que determina la presente Ley para cada comisión. En caso de que algún diputado disienta del turno determinado por el 
Presidente de la Directiva, solicitará que el mismo sea puesto a la consideración de la Asamblea para que ésta 
determine lo conducente.

Las iniciativas deberán dictaminarse por las comisiones aprobándolas en sus términos, con modificaciones de las 
comisiones o, en su caso, desechándolas por improcedentes, en un término máximo de seis meses. Si la complejidad 
de la misma lo requiere, cualquiera de las comisiones que compartan el turno de una iniciativa podrá solicitar a la 
Directiva hasta dos prórrogas de tres meses cada una. La solicitud que realice cualquiera de las comisiones, así como 
el acuerdo por el que la Directiva resuelva, serán publicados en la Gaceta Parlamentaria, en el registro de iniciativas.

Los asuntos de trámite que se turnen a comisiones deberán desahogarse en un plazo máximo de tres meses. La 
comisión podrá acordar que estos asuntos puedan ser desahogados por el Presidente y Secretario de cada comisión.

Los puntos de acuerdo que presenten los diputados se resolverán preferentemente en la misma sesión; cuando la 
Directiva lo determine serán turnados a comisiones, las que los presentarán para su resolución al Pleno, en un plazo 
máximo de treinta días naturales, que son improrrogables; de no ser resueltos en el plazo dispuesto, el Presidente de la 
Directiva, o el Presidente de la Diputación Permanente, declarará su caducidad, en términos del artículo 11 fracción XIV, 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado.
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Luis Potosí, deben dictaminarse en un término de seis meses, con la 

posibilidad de solicitar hasta dos prórrogas de tres meses cada una, 

por lo que considera que la obligación se encuentra en vías de su 

cumplimentación, siendo que las comisiones se encuentran 
trabajando en tiempo las iniciativas citadas.

Sin embargo, a la fecha en la que se resuelve el presente 
asunto, se estima que han transcurrido en exceso los términos 
indicados por el referido numeral, si se toma en cuenta que, 

como lo refiere la autoridad responsable, las iniciativas fueron 

presentadas el treinta de mayo de dos mil diecinueve, por el 

legislador ****** ******** ******* ******* y cuatro de junio de dos 

mil diecinueve, por la Diputada ****** ******* ******* en las que se 

solicitó prórroga a la Directiva del Congreso del Estado el veintisiete 

de nombre de dos mil diecinueve y veintisiete de febrero de dos mil 

veinte, tal como se advierte de las documentales que acompañó con 

su informe justificado la autoridad responsable, las cuales fueron 

valoradas en párrafos que anteceden. 

Cabe precisar que la omisión aludida sólo cesaría sí durante la 

tramitación del presente asunto la autoridad legislativa hubiese 

emitido la normatividad que se encontraba obligada a expedir13.

Por determinación del Pleno, en caso de que los asuntos propuestos por ciudadanos no sean resueltos en los plazos 
dispuestos en los párrafos anteriores, el asunto será turnado por la Directiva a una comisión creada ex profeso, la que 
deberá resolver en un término máximo de tres meses.

Para el caso de las iniciativas presentadas por los diputados; el Gobernador del Estado; el Supremo Tribunal de 
Justicia; y los ayuntamientos, que no hayan sido resueltas en los plazos dispuestos en los párrafos anteriores, el 
Presidente de la Directiva, o de la Diputación Permanente, declarará su caducidad en términos de los artículos, 11 
fracción XIV, y 157 fracción III, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, y sólo podrán volver 
a ser promovidas hasta el siguiente periodo ordinario.

Las comisiones que compartan el turno de una iniciativa, un asunto de trámite o punto de acuerdo, serán solidaria y 
subsidiariamente responsables de su dictaminación, motivo por el cual, y sólo para el caso de que no hayan sido 
resueltos en los términos establecidos en los párrafos anteriores, cualquiera de las comisiones podrá elaborar el 
dictamen respectivo y presentarlo ante el Pleno, siempre que la Directiva no haya declarado su caducidad, y que se 
hayan publicado las prórrogas en la Gaceta Parlamentaria. En este caso, una vez entregado el dictamen, la 
Coordinación General de Servicios Parlamentarios lo hará del conocimiento del resto de las comisiones, quienes al no 
manifestarse en el término de diez días hábiles, se entenderá que están conformes con el sentido del dictamen 
presentado.”

13 Sirve de apoyo la tesis 2a. XCIX/2018 (10a.) de la Segunda Sala de Suprema Corte de Justicia de la Nación que dice: 
“OMISIONES LEGISLATIVAS ABSOLUTAS. PROCEDE SOBRESEER EN EL JUICIO DE AMPARO POR CESACIÓN 
DE EFECTOS, CUANDO DURANTE SU TRAMITACIÓN LA AUTORIDAD LEGISLATIVA EMITE LA NORMATIVIDAD 
QUE SE ENCONTRABA OBLIGADA CONSTITUCIONALMENTE A EXPEDIR. El artículo 61, fracción XXI, de la Ley 
de Amparo prevé que el juicio es improcedente cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado. Esta causal de 
improcedencia está determinada por la imposibilidad de alcanzar el fin que justifica la existencia e importancia del juicio 
de amparo, consistente en obtener la reparación constitucional, lo cual se logra, cuando el acto es de carácter negativo, 
constriñendo a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar el derecho de que se trate y cumplir lo que 
le era constitucionalmente exigible. Por tanto, si la omisión legislativa absoluta consiste en un acto de carácter negativo 
por el incumplimiento del deber de legislar o de proveer en la esfera administrativa un debido acatamiento, es lógico que 
si durante la tramitación del juicio de amparo la autoridad cumple con el mandato constitucional a que estaba sujeta, 
expidiendo la normatividad correspondiente, deja de existir el acto omisivo reclamado y, en consecuencia, al cesar sus 
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Conclusión.
De ahí que no se actualiza la causa de improcedencia que 

invoca la autoridad responsable porque no cesó la omisión 

reclamada como si se hubiese concedido el amparo y protección de 

la Justicia de la Unión.

Por ello, se concluye que ante la existencia de la omisión 

aludida no se deriva una situación jurídica que destruya 

definitivamente la que dio motivo al amparo, toda vez que no se 

restituyó a la parte quejosa en el goce de sus derechos violados, 

restableciéndose las cosas al estado que tenían antes de la 

violación constitucional alegada.14

IV. Causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con el numeral 217 de la Ley de 
Amparo, -involucra análisis de fondo-.

Por su parte, el agente del Ministerio Público de la 

Federación indicó que en el presente juicio de amparo se actualiza 

la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, 

en relación con el numeral 217, del invocado ordenamiento legal, en 

razón de que no existe una omisión legislativa porque la 

obligación de promulgar la ley local respectiva se contempló en el 

artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación, 

promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho, y no en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ahora bien, el suscrito estima que los argumentos expuestos 

a efecto de justificar la improcedencia de la acción constitucional 

efectos, debe sobreseerse en términos del artículo 61, fracción XXI, en relación con el diverso 63, fracción V, ambos de 
la Ley de Amparo.” Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo 
II, página 1186, registro: 2018277.

14 Sirve de apoyo a lo antes decidido la jurisprudencia 2a./J. 9/98, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, página 210, Tomo VII, Febrero de 1998, Novena Época, registro 196820, cuyo rubro dice: 
“SOBRESEIMIENTO. CESACIÓN DE LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO”

Así como la tesis CL/97, emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se puede 
consultar en el Semanario Judicial de la Federación, página 71, Tomo VI, Noviembre de 1997, Novena Época, registro 
197367, con el siguiente rubro: “ACTO RECLAMADO, CESACIÓN DE SUS EFECTOS. PARA ESTIMAR QUE SE 
SURTE ESTA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA, DEBEN VOLVER LAS COSAS AL ESTADO QUE TENÍAN ANTES 
DE SU EXISTENCIA, COMO SI SE HUBIERA OTORGADO LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL”
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intentada requieren previamente dilucidar el tema vinculado con el 

fondo; por lo que, la causa de improcedencia invocada debe 

desestimarse ante la imposibilidad de atenderla sin involucrar 

cuestiones de constitucionalidad del acto reclamado.

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 

135/2001, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

de rubro:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE 
VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE 
FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las 
causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser 
claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace 
valer una en la que se involucre una argumentación 
íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe 
desestimarse.”15

 
V. Análisis del interés legítimo del diverso quejoso. 
En este apartado, conviene analizar el interés legítimo con 

que se ostenta el diverso quejoso ******* ********* ********** 

******* por su propio derecho y como representante del  ******* 

**  ***********  *  *************    **  ***  ****  ******* 

********** ******

En razón del marco jurídico expuesto en el apartado I que 

antecede, del presente considerando, se estima que existe un 
vínculo entre la parte quejosa y el derecho que se cuestiona en 
el presente asunto (libertad de expresión), por los motivos que 

se exponen a continuación. 

La parte quejosa allegó con su escrito aclaratorio de 

demanda, presentado ante este órgano jurisdiccional el veinticuatro 

de febrero de dos mil veinte, copia certificada del instrumento 

notarial treinta mil cuatrocientos veintitrés, tomo mil trescientos 

setenta y siete, pasado ante la Fe de la Notaria Pública Siete, con 

ejercicio en esta ciudad, relativo al acta constitutiva del  ******* 

15 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su gaceta página 5, Tomo XV enero de 2002, registro: 187973.
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**  ***********  *  *************  **  ***  ****  ******* 

********** ****** 

Documento que tienen valor pleno de conformidad con los 

artículos 129, 130 y 202 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles16 de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, al tratarse de 

actuaciones públicas certificadas por un funcionario público en 

ejercicio de sus funciones.

Del documento en mención se advierte que  ******* 

********* ********** compareció, en conjunto con otras personas, 

a constituir la asociación civil de referencia. 

También, se advierten los estatutos y objeto social del 

*******  **  ***********  *  *************  **  ***  ****  ******* 

**********  *****, entre los que destacan los establecidos en el 

artículo segundo, a saber: 

 La asociación tiene por objeto defender la libertad del 

ejercicio periodístico como elemento esencial para el mantenimiento 

de la dignidad profesional de quienes lo practican, asumir la 

defensa de los agremiados cuando éstos se vean lesionados en sus 

intereses profesionales o personales.

 La asociación llevará a cabo diversas actividades, entre 

las que obran, crear un centro de investigación en comunicación y 

periodismo, que genere y difunda conocimientos y estudios 

relacionados con la materia.

16 “Artículo 129. Son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de los 
límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, 
en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u 
otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes.”

“Artículo 130. Los documentos públicos expedidos por autoridades de la Federación, de los Estados, del Distrito 
Federal y Territorios o de los Municipios, harán fe en el juicio, sin necesidad de legalización.”

“Artículo 202. Los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la 
autoridad de que aquéllos procedan; pero, si en ellos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de 
hechos de particulares, los documentos sólo prueban plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron 
tales declaraciones o manifestaciones; pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado.”
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 Discutir y hacer propuestas sobre las políticas públicas 

de comunicación social en la entidad. 

 Promover la vinculación mediante convenios de 

colaboración con universidades, iniciativa privada, gobiernos y 

sociedad de profesionales de la comunicación y del periodismo.

 Promover y defender el derecho de sus colegiados a 

expresarse e informarse libremente. 

 El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la acción de inconstitucionalidad 2/2017, estableció que el 

derecho a la libertad de expresión, es un derecho humano que 

abarca la libertad de expresar ideas y opiniones propias y 

difundirlas, así como la de buscar, recibir, transmitir y difundir 

información, de cualquier índole y materia, a través de cualquier 

medio, procedimiento o vía de expresión; derecho que sólo 

encuentra su límite en el respeto a la moral, la vida privada, los 

derechos de tercero, el discurso de odio, la provocación de delito, y 

el orden público, de manera que su ejercicio sólo puede verse 

restringido en forma excepcional, y sujeto a las condiciones que 

imponga la ley acorde con el texto constitucional, y en interpretación 

de esta última, la jurisprudencia.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha destacado en 

sus precedentes, en consonancia con los instrumentos y la doctrina 

convencional interamericana, que el derecho a la libertad de 

expresión tiene una doble dimensión; por una parte, corresponde al 

ámbito individual de la persona, pero además tiene una vertiente 

colectiva y pública, pues trasciende al ámbito social y político de la 

sociedad, por lo que se erige como una condición para la existencia 

de una auténtica vida democrática. 

Ello, porque la libre expresión del pensamiento, ideas y 

opiniones personales, contribuye a que la persona, en lo individual, 
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alcance su autonomía, autodeterminación y autorrealización, y 

pueda ejercer plenamente todos sus derechos; y en lo colectivo, 

porque tal libertad es sustento de una sociedad activa, participativa 

y comprometida con la vida social y política, en la medida en que 

ciudadanos informados y libres de expresar sus opiniones y difundir 

información, tanto en lo individual como a través de entes 

organizados, tienen una real injerencia en los asuntos públicos y en 

la configuración y ejercicio del gobierno representativo17. 

17 Son ilustrativos al respecto, los siguientes criterios: 

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIONES DE SU CONTENIDO. El derecho fundamental a 
la libertad de expresión comprende tanto la libertad de expresar el pensamiento propio 
(dimensión individual), como el derecho a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole. Así, al garantizarse la seguridad de no ser víctima de un menoscabo arbitrario en la 
capacidad para manifestar el pensamiento propio, la garantía de la libertad de expresión 
asegura el derecho a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento 
ajeno, lo cual se asocia a la dimensión colectiva del ejercicio de este derecho. Esto es, la 
libertad de expresión garantiza un intercambio de ideas e informaciones que protege tanto la 
comunicación a otras personas de los propios puntos de vista como el derecho de conocer las 
opiniones, relatos y noticias que los demás difunden”.

Época: Novena Época; Registro: 172479; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXV, Mayo de 2007; 
Materia(s): Constitucional; Tesis: P./J. 25/2007; Página: 1520. 

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIÓN INDIVIDUAL DE ESTE DERECHO 
FUNDAMENTAL. La libertad de expresión en su dimensión individual asegura a las personas 
espacios esenciales para desplegar su autonomía individual. Así, se ha establecido que el 
contenido del mensaje no necesariamente debe ser de interés público para encontrarse 
protegido. En consecuencia, la dimensión individual de la libertad de expresión también exige 
de un elevado nivel de protección, en tanto se relaciona con valores fundamentales como la 
autonomía y la libertad personal. Desde tal óptica, existe un ámbito que no puede ser invadido 
por el Estado, en el cual el individuo puede manifestarse libremente sin ser cuestionado sobre el 
contenido de sus opiniones y los medios que ha elegido para difundirlas. Precisamente, la libre 
manifestación y flujo de información, ideas y opiniones, ha sido erigida en condición 
indispensable de prácticamente todas las demás formas de libertad, y como un prerrequisito 
para evitar la atrofia o el control del pensamiento, presupuesto esencial para garantizar la 
autonomía y autorrealización de la persona”.

Época: Décima Época; Registro: 2008100; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I; 
Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a. CDXX/2014 (10a.); Página: 233. 

  “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIÓN POLÍTICA DE ESTE DERECHO 
FUNDAMENTAL. La libertad de expresión en su vertiente social o política, constituye una pieza 
central para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. En este sentido, se 
ha enfatizado la importancia de la libre circulación de las ideas para la formación de la 
ciudadanía y de la democracia representativa, permitiendo un debate abierto sobre los asuntos 
públicos. La libertad de expresión se constituye así, en una institución ligada de manera 
inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado democrático. Esta dimensión de la 
libertad de expresión cumple numerosas funciones, entre otras, mantiene abiertos los canales 
para el disenso y el cambio político; se configura como un contrapeso al ejercicio del poder, ya 
que la opinión pública representa el escrutinio ciudadano a la labor pública; y contribuye a la 
formación de la opinión pública sobre asuntos políticos y a la consolidación de un electorado 
debidamente informado. Dicho ejercicio permite la existencia de un verdadero gobierno 
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De manera que definió el entendimiento del derecho a la 

libertad de expresión en sus ámbitos individual y colectivo, y 
como premisa toral de la vida democrática de la sociedad, 

constituye el parámetro a partir del cual se determinan los alcances 

del pleno ejercicio de ese derecho en cada caso y contexto. 

Asimismo, el Pleno determinó que sobre la base de la 

obligación estatal de respetar, promover, proteger y garantizar su 

ejercicio, tal entendimiento del derecho a la libertad de expresión, 

representativo, en el que los ciudadanos participan efectivamente en las decisiones de interés 
público.
Época: Décima Época; Registro: 2008101; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I; 
Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a. CDXIX/2014 (10a.); Página: 234.

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ESTE DERECHO FUNDAMENTAL SE RELACIONA CON 
PRINCIPIOS QUE NO PUEDEN REDUCIRSE A UN SOLO NÚCLEO. Existen dos 
dimensiones del derecho a la libre expresión de acuerdo a su trascendencia política o 
individual: por un lado, en su vertiente social o política, constituye una pieza central para el 
funcionamiento adecuado de la democracia representativa y, por otro, en su dimensión 
individual, asegura a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía individual. 
Así, como la libertad de expresión tiene al menos estas dos facetas, es complicado sostener 
que sirve a un único propósito, ya que su protección persigue tanto facilitar la democracia 
representativa y el autogobierno, como la autonomía, la autoexpresión y la autorrealización del 
individuo. En ese sentido, el derecho fundamental a la libertad de expresión se relaciona con 
principios que no pueden reducirse a un solo núcleo”.
Época: Décima Época; Registro: 2008104; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I; 
Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a. CDXVIII/2014 (10a.); Página: 236. 

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU IMPORTANCIA EN 
UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. La libertad de expresión y el derecho a la 
información son derechos funcionalmente centrales en un estado constitucional y tienen una 
doble faceta: por un lado, aseguran a las personas espacios esenciales para el despliegue de 
su autonomía y, por otro, gozan de una vertiente pública, colectiva o institucional que los 
convierte en piezas básicas para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. 
Como señaló la Corte Interamericana en el caso Herrera Ulloa, se trata de libertades que tienen 
tanto una dimensión individual como una dimensión social, y exigen no sólo que los individuos 
no vean impedida la posibilidad de manifestarse libremente, sino también que se respete su 
derecho como miembros de un colectivo a recibir información y a conocer la expresión del 
pensamiento ajeno. Así, tener plena libertad para expresar, recolectar, difundir y publicar 
informaciones e ideas es imprescindible no solamente como instancia esencial de 
autoexpresión y desarrollo individual, sino como condición para ejercer plenamente otros 
derechos fundamentales -el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el 
derecho de petición o el derecho a votar y ser votado- y como elemento determinante de la 
calidad de la vida democrática en un país, pues si los ciudadanos no tienen plena seguridad de 
que el derecho los protege en su posibilidad de expresar y publicar libremente ideas y hechos, 
será imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos activos, críticos, 
comprometidos con los asuntos públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones de los 
gobernantes, capaces de cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático. 
Por consiguiente, cuando un tribunal decide un caso de libertad de expresión, imprenta o 
información no sólo afecta las pretensiones de las partes en un litigio concreto, sino también el 
grado al que en un país quedará asegurada la libre circulación de noticias, ideas y opiniones, 
así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto, 
condiciones todas ellas indispensables para el adecuado funcionamiento de la democracia 
representativa”.
Época: Novena Época; Registro: 165760; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXX, Diciembre de 2009; 
Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a. CCXV/2009; Página: 287. 
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determina la forma en que han de dimensionarse no sólo los 

deberes que la Constitución expresamente impone a las autoridades 

del Estado para hacer posible su ejercicio y los que resulten 

exigibles para ese fin en determinadas situaciones, sino también los 

estándares bajo los cuales puede ser restringido o su ejercicio 

puede ser privado de protección constitucional.   

  

Ahora bien, aun cuando el derecho a la libertad de expresión 

asiste a todas las personas, en lo que al caso interesa, debe 

destacarse que el Alto Tribunal ha admitido que ese derecho 
fundamental adquiere una mayor fuerza para efectos de su 
protección constitucional cuando se ejerce por profesionales 
de la información a través de los medios de comunicación, pues 

precisamente la función o el rol de éstos en una sociedad, es la 

difusión pública de información, ideas y opiniones, que hagan 

posible el debate público necesario en una democracia 
representativa18, de modo que un conflicto sobre el ejercicio de 
ese derecho por parte de un medio de comunicación o un 
periodista, no involucra únicamente al aspecto individual del 
derecho, sino que el mismo trasciende a la colectividad, y por 
ello, su protección adquiere mayor relevancia. 

18 En el amparo directo 28/2010, la Primera Sala, sostuvo que “las libertades de expresión e 
información alcanzan un nivel máximo cuando dichos derechos se ejercen por los profesionales 
del periodismo a través del vehículo institucionalizado de formación de la opinión pública, que 
es la prensa, entendida en su más amplia acepción”. Y que, “Respecto a los alcances de la 
protección constitucional a las ideas que surjan del ejercicio de la libertad de expresión, es 
importante hacer algunas precisiones:

1° La libertad de expresión tiene por finalidad garantizar el libre desarrollo de una comunicación 
pública que permita la libre circulación de ideas y juicios de valor inherentes al principio de 
legitimidad democrática. Así, las ideas alcanzan un máximo grado de protección constitucional 
cuando: (i) son difundidas públicamente; y (ii) con ellas se persigue fomentar un debate 
público”. 

De este precedente derivó la tesis de rubro: “LIBERTADES DE EXPRESIÓN E 
INFORMACIÓN. SU POSICIÓN PREFERENCIAL CUANDO SON EJERCIDAS POR LOS 
PROFESIONALES DE LA PRENSA”, con los datos de localización siguientes: Época: Décima 
Época; Registro: 2000106; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3; Materia(s): 
Constitucional; Tesis: 1a. XXII/2011 (10a.); Página: 2914. 
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En efecto, la Suprema Corte ha reconocido que los medios 
de comunicación ejercen un real poder en la formación de la 
que en las teorías democráticas se denomina opinión pública, a 
través de la difusión de información, opiniones e ideas que 
persuaden a la sociedad19, por lo que los medios juegan un papel 

esencial en la dimensión colectiva de la libertad de expresión y es 

indispensable que existan las condiciones apropiadas para que 

realicen su actividad con pleno ejercicio de ese derecho20. 

En ese sentido, reiterando el papel de los medios de 

comunicación como forjadores de la opinión pública, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, a través de la Primera Sala, en la 

19 Esto ha sido sostenido en el amparo directo 28/2010 antes citado, y en el amparo directo en 
revisión 2806/2012, resuelto por la Primera Sala, en sesión de seis de marzo de dos mil trece, 
en los que se estableció: 

“En efecto, en la actualidad existe una tendencia a subestimar el poder de los medios 
de comunicación, sin embargo, es un error minimizarlo pues se trata de entidades 
cuyas opiniones suelen imponerse en la sociedad, dominando la opinión pública y 
generando creencias.

  La televisión, la radio, los periódicos, las revistas y demás medios de comunicación, 
son fácilmente accesibles para el público y, de hecho, compiten para atraer su atención. 
Así pues, es usual encontrar que muchas de las discusiones que se presentan día con 
día, se basan o hacen referencia a creencias públicas generadas por alguna noticia o 
análisis. Asimismo, es importante señalar que en la prensa y televisión modernas, se da 
por sentado que toda opinión debe quedar equilibrada por otra contraria.

  A través de los medios de comunicación, los líderes de opinión despliegan sus ideas, 
convirtiéndose así en los sujetos a quienes se atribuye la misión de elaborar y transmitir 
conocimientos, teorías, doctrinas, ideologías, 
concepciones del mundo o simples opiniones, que constituyen las ideas o los sistemas 
de ideas de una determinada época y de una sociedad específica. Lo importante para 
efectos del presente estudio, es señalar que, mediante sus opiniones, los líderes de 
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resolución del amparo en revisión 1422/201521, destacó que dentro 
de la faceta colectiva pública del derecho a la libertad de 
expresión, el ejercicio periodístico cumple una de las 
manifestaciones más importantes de ese derecho; y que en el 
proceso informativo, el periodista desempeña una función 
fundamental en la producción de todo tipo de información, 

contribuyendo a preservar el pluralismo y reforzando las 
oportunidades de formación de una opinión pública no 
manipulada, por ende, que los periodistas son los principales 
oferentes en el “mercado de ideas”, aportando al público 
diferentes posturas y fortaleciendo el debate público.

Así pues, se ha reconocido en forma preponderante la 
importancia de los medios de comunicación y del periodismo 
en una sociedad democrática, y con ello, una especial relevancia 

opinión ejercen un cierto tipo de poder, valiéndose de la persuasión y no de la 
coacción”.

20 Asimismo, refleja esa concepción de los medios de comunicación, lo destacado por la 
Primera Sala en el amparo directo en revisión 2044/2008, fallado en sesión de diecisiete de 
junio de dos mil nueve, al señalar: 

“(…) los medios de comunicación de masas juegan un papel esencial para el 
despliegue de la función colectiva de la libertad de expresión. La libertad de prensa es una 
piedra angular en el despliegue de la vertiente social o colectiva de las libertades de expresión e 
información. Los medios de comunicación social se cuentan entre los forjadores básicos de la 
opinión pública en las democracias actuales y es indispensable tengan aseguradas las 
condiciones para albergar las más diversas informaciones y opiniones. Como ha subrayado la 
Corte Interamericana:

… el periodismo es la manifestación primaria y principal de esta libertad y, por 
esa razón, no puede concebirse meramente como la prestación de un servicio 
al público a través de la aplicación de los conocimientos o la capacitación 
adquiridos en la universidad. Al contrario, los periodistas, en razón de la 
actividad que ejercen, se dedican profesionalmente a la comunicación social. El 
ejercicio del periodismo, por tanto, requiere que una persona se involucre 
responsablemente en actividades que están definidas o encerradas en la 
libertad de expresión garantizada en la Convención.

…es fundamental que los periodistas que laboran en los medios de 
comunicación gocen de la protección y de la independencia necesarias para 
realizar sus funciones a cabalidad, ya que son ellos quienes mantienen 
informada a la sociedad, requisito indispensable para que ésta goce de una 
plena libertad y el debate público se fortalezca”. 

21 Resuelto en sesión de uno de marzo de dos mil diecisiete, por unanimidad de cinco votos, 
bajo la ponencia del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
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en la protección del derecho a la libertad de expresión en la 
actividad que desarrollan; lo que la Suprema Corte ha tenido en 

cuenta al establecer los parámetros y estándares de escrutinio 

conforme a los cuales se ha de analizar cualquier acto que 
involucre una disputa sobre el derecho a la  libertad de 
expresión respecto de esa categoría de sujetos –periodistas en 
sentido amplio y medios de comunicación-, a fin de establecer 
los alcances de la protección constitucional. 

En ese contexto, debe tomarse en cuenta que la parte 

quejosa está en una situación especial frente al derecho 

cuestionado (libertad de expresión), pues no se está reclamando la 

protección de un derecho tradicional, en el que fácilmente pueda 

identificarse o individualizarse un derecho subjetivo, sino que se 

trata de un derecho compuesto por relaciones jurídicas, por lo que 

aun cuando no es la parte beneficiaria tradicional del derecho, es 

titular de obligaciones y derechos que se encuentran comprendidos 

dentro del mismo, para lograr su efectividad.

Ahora, dada la naturaleza del derecho humano cuestionado 

(libertad de expresión), sí existe un agravio diferenciado 
respecto del resto de los integrantes de la sociedad, en razón 

de que promueve y defiende el derecho de sus colegiados a 

expresarse e informarse libremente.

En tales circunstancias, si la parte quejosa tiene por objeto la 

protección del derecho humano de expresarse e informarse 

libremente, resulta evidente que tiene interés legítimo para 
promover el juicio de amparo, en tanto que reclama del Congreso 

del Estado de San Luis Potosí, la omisión de emitir la ley local 

respectiva y/o armonizar la legislación, cuya obligación se impuso 

en el artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación 

Social promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho.
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Esto es, la emisión de la legislación omitida le reportaría un 

beneficio determinado, actual y cierto: estar en la posibilidad de 

cumplir de manera cabal con el objeto social para el que dicha 

asociación fue constituida. 

Inexistencia de causal de improcedencia.
Al no haberse invocado otra causal de improcedencia, ni el 

suscrito advierte alguna que deba analizarse de forma oficiosa, lo 

procedente es estudiar los conceptos de violación.

Procedencia del amparo derivado de omisiones que no 
deriven directamente de la constitución.

En este apartado, este órgano jurisdiccional estima necesario 

precisar las premisas a partir de las cuales considera procedente el 

juicio de amparo planteado, a pesar de haberse desestimado las 

causales de improcedencia hechas valer.

Ello, atendiendo a que en el caso en estudio el tema que se 

analiza lo es una omisión por parte del Congreso del Estado de 
San Luis Potosí cuya obligación de actuar no deriva directamente 

de un mandato constitucional y que, por tanto, podría estimarse que 

el juicio es improcedente atendiendo a esa circunstancia.

Lo anterior podría considerarse de esa manera, en atención a 

que al resolver el amparo en revisión 1359/201522, la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consideró, 

esencialmente, que el juicio de amparo resultaba procedente en 
contra de omisiones legislativas cuando exista un mandato 
constitucional que establezca de manera precisa el deber de 
legislar en un determinado sentido y esa obligación haya sido 
incumplida total o parcialmente.

22 De cuya ejecutoria derivaron, entre otras, las tesis 1a. XVIII/2018, con registro digital 
2016428, visible en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 52, Marzo de 
2018, Tomo I, página 1107, de rubro: TIPOS DE OMISIONES COMO ACTOS DE AUTORIDAD 
PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO; y la diversa 1a. LVIII/2018, con registro digital 
2017065, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 
2018, Tomo II, página 965, titulada: JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE 
CONTRA OMISIONES LEGISLATIVAS
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Esto es, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia la 

Nación asumió la postura de que en el marco del juicio de amparo 

sólo habrá una omisión legislativa propiamente dicha cuando exista 

un mandato constitucional que establezca de manera precisa el 

deber de legislar en un determinado sentido y esa obligación haya 

sido incumplida total o parcialmente. 

Por tanto, los ministros consideraron que en caso de no 

existir un mandato constitucional que establezca con toda claridad el 

deber de legislar, la conducta de la autoridad carecería de toda 

relevancia jurídica para efectos del juicio de amparo.

Así, si bien la Primera Sala en la ejecutoria respectiva 

argumentó que efectivamente los tribunales de amparo cuentan con 

facultades constitucionales para ordenar la restitución de los 

derechos de los quejosos cuando éstos sean violados por una 

omisión legislativa absoluta, lo cierto es que ello deriva del hecho de 

que la Constitución establece un deber de legislar respecto de algún 

tema en específico a cargo del Poder Legislativo, lo que genera que 

el ejercicio de la facultad de legislar deja de ser discrecional y se 

convierte en una competencia de ejercicio obligatorio.

Por ese motivo, los ministros concluyeron que cuando exista un 

mandato constitucional dirigido al Poder Legislativo en el que se le 

imponga claramente el deber de legislar o de hacerlo en algún 

sentido específico, los tribunales de amparo tienen la 

responsabilidad de velar por el cumplimiento de la Constitución. 

Particularmente, tienen el deber de proteger a las personas frente a 

las omisiones del legislador, garantizando que éstas no se 

traduzcan en vulneraciones de sus derechos fundamentales.

Con base en lo expuesto, puede advertirse que la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación únicamente 
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contempló la procedencia del juicio de amparo tratándose de 
omisiones derivadas de mandatos constitucionales expresos.

Circunstancia que generaría que el presente juicio de amparo 

resultara improcedente, ya que la omisión reclamada no deriva 

directamente de un mandato constitucional, sino que se genera a 

partir de un transitorio establecido en una ley ordinaria, 

específicamente la Ley General de Comunicación Social, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación23 el once de mayo de dos mil 

dieciocho.

Sin embargo, el juicio de amparo que se promueve resulta 

procedente atendiendo a lo resuelto posteriormente por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en 

revisión 57/201924. 

En la ejecutoria que derivó del referido amparo en revisión, los 

ministros analizaron la naturaleza no solo de las omisiones 

derivadas de mandatos constitucionales expresos, sino de 

omisiones reglamentarias.

Omisiones que si bien se estableció derivan principalmente del 

no actuar por parte del Poder Ejecutivo y no del Poder Legislativo, lo 

jurídicamente relevante para el caso en análisis es el hecho de que 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

estableció que a través del juicio de amparo pueden 
impugnarse omisiones que no derivan necesariamente de un 
mandato constitucional, sino de una ley, como lo planteado en 

esta instancia constitucional.

En efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, hizo referencia a que la Primera Sala de ese mismo 

23 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5522344&fecha=11/05/2018 

24 Cuya ejecutoria en versión pública puede consultarse en el sitio electrónico: 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2019-07/A.R.%2057-2019..pdf 
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tribunal, definió la omisión legislativa para efectos del juicio de 

amparo como aquélla que deriva de un mandato constitucional que 

establezca de manera precisa el deber de legislar en un 

determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o 

parcialmente. Advirtiendo que autoridades distintas al Congreso de 

la Unión también podrían estar constitucionalmente obligadas a 

emitir normas generales, abstractas e impersonales.

En ese sentido, el término de inconstitucionalidad por omisión 

puede ser igualmente aplicable a las conductas omisivas dentro de 

los otros poderes que también violentan la ley fundamental. 

Por tanto, la Segunda Sala estimó que optar por una 

interpretación estricta del concepto puede implicar una 
disminución en la protección de los derechos de las personas 
que, en realidad, no sólo se ven afectados por las omisiones 
cuya fuente es el Poder Legislativo. 

Por ello para garantizar el respeto y el goce efectivo de los 

derechos fundamentales, sea necesario reconocer la existencia de 

omisiones inconstitucionales provenientes también de otros poderes 

del Estado o fuente.

Así, los ministros desarrollaron la doctrina relativa a las 

omisiones reglamentarias, sosteniendo esencialmente que las 

omisiones legislativas y las reglamentarias se distinguen, 
principalmente, por la fuente que genera la obligación, pues en 
el caso de las omisiones legislativas la exigencia es establecida 
en la Constitución, mientras que en el caso de las omisiones 
reglamentarias, generalmente, se encuentra prevista en una ley.

Es decir, consideraron que una omisión legislativa 

inevitablemente implicará una violación a la Constitución, cuando el 

mandato de legislar esté expresamente previsto en la ley 

fundamental; lo que no ocurre necesariamente en el caso de las 
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omisiones reglamentarias, en donde la inacción del Poder Ejecutivo 

en principio sólo constituye una violación a la ley. No obstante, se 

podrá presentar el caso en que una omisión reglamentaria viole la 

ley que ordena un deber de “hacer algo” y como consecuencia de 

ello también vulnere algún precepto constitucional que se vea 

directamente afectado con la falta de acción.

Como consecuencia de ello, la Segunda Sala afirmó que 

cuando se omita reglamentar un tema expresamente ordenado 
por la Constitución, o bien cuando la obligación surja de un 
texto legal pero implique el desarrollo de un precepto 
constitucional se constituirá una violación a la norma 
fundamental, debido a que ésta no alcanzará a desplegar toda 
su eficacia como resultado de dicha omisión.

Así, la referida sala concluyó que los elementos necesarios 

para que se constituya una inconstitucionalidad por omisión 

reglamentaria son:

 Que exista la inobservancia absoluta de una obligación 

de reglamentar cierta materia.

 Que la obligación derive de un mandato concreto, 

contenido en una norma jurídica de cumplimiento 

obligatorio y que cuente con un plazo cierto establecido.

 Que sea resultado de la inacción de algún poder público.

 Que tenga como consecuencia la afectación real y 

directa de un derecho constitucional.

 Que ocasione la pérdida de eficacia normativa de la 

Constitución

Pues bien, a partir de tales premisas argumentativas es que 

este órgano jurisdiccional estima que el presente juicio de amparo 

es procedente.
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Ello, porque tal como lo sostuvo la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación limitar la procedencia del 

amparo únicamente cuando se trata de omisiones legislativas 

derivadas de mandatos constitucionales expresos implicaría una 

disminución en la protección de los derechos de las personas que, 

en realidad, no sólo se ven afectados por las omisiones cuya fuente 

deriva directamente de la propia constitución, sino también de 

aquellas cuya obligación se encuentra prevista en una ley.

Por tal motivo, se estima que, en el caso, se actualizan los 

elementos precisados por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación para que el juicio de amparo sea procedente 

aun cuando la omisión reclamada no derive directamente de la 

constitución, sino de una ley (Ley General de Comunicación Social, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación).

Primer elemento. Que exista la inobservancia absoluta de 

una obligación de reglamentar cierta materia.

Esta exigencia se encuentra satisfecha, en razón de que 

como se estableció en apartados previos el Congreso del Estado 
de San Luis Potosí no demostró con algún medio probatorio haber 

emitido la ley local respectiva y/o haber armonizado la legislación de 

conformidad con el artículo tercero transitorio de la Ley General de 

Comunicación Social promulgada el once de mayo de dos mil 

dieciocho.

Lo que implica necesariamente la inobservancia absoluta de 

una de una obligación de reglamentar cierta materia, 

específicamente, lo relativo al tema de comunicación social; 

satisfaciéndose con ello el primer elemento en análisis.

Segundo elemento. Que la obligación derive de un mandato 

concreto, contenido en una norma jurídica de cumplimiento 

obligatorio y que cuente con un plazo cierto establecido.
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Este elemento se estima igualmente satisfecho, en atención a 

que la obligación de la autoridad responsable Congreso del Estado 
de San Luis Potosí de emitir la ley local respectiva y/o haber 

armonizado la legislación correspondiente, se encuentra establecida 

precisamente en el mandato concreto establecido en el artículo 

tercero transitorio de la Ley General de Comunicación Social 

promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho.

Norma jurídica que es de cumplimiento obligatorio y que a su 

vez impone un plazo cierto establecido, esto es, el término de acatar 

la obligación en no más de noventa días a partir de la publicación 

del decreto respectivo.

Actualizándose con ello el segundo de los requisitos en 

análisis.

Tercer elemento. Que sea resultado de la inacción de algún 

poder público.

El elemento en estudio también se encuentra cumplido, 

puesto que la inacción de legislar se atribuye a un poder público, 

precisamente al legislativo local, esto es, al Congreso del Estado 
de San Luis Potosí.

Cuarto elemento. Que tenga como consecuencia la 

afectación real y directa de un derecho constitucional.

El cuarto elemento se estima actualizado de igual manera, 

puesto que, como se explicará en el considerando siguiente, la 

inacción por parte de la autoridad responsable Congreso del 
Estado de San Luis Potosí genera una afectación real y directa a 

un derecho constitucional e incluso convencional de la parte 

quejosa.

Lo anterior, específicamente porque la falta de reglas claras y 

transparentes que establezcan los criterios con los cuales se asigna 
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el gasto de comunicación social de las distintas instancias de 

gobierno —omisión atribuible al Congreso del Estado de San Luis 

Potosí— constituye un medio de restricción indirecta a la libertad de 

expresión prohibido por los artículos 7 de la Constitución y 13.3 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Además, con dicha omisión se comprometen disposiciones 

que atienden al derecho a la información como prerrogativa 

ciudadana, en tanto que la falta de lineamientos claros para el uso 

de los recursos públicos bajo el rubro de publicidad gubernamental 

potencializa su utilización arbitraria, discrecional e indebida

Cuestiones que se analizarán de manera pormenorizada al 

analizar el fondo del asunto.

Quinto elemento. Que ocasione la pérdida de eficacia 

normativa de la Constitución.

Este elemento se encuentra cumplido en la medida en que la 

inacción de legislar por parte del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí efectivamente genera la pérdida de eficacia normativa 

de la constitución.

Ello, pues como se explicó al analizar el cuarto elemento, la 

omisión en que incurre la autoridad responsable implica que la 

constitución pierda eficacia normativa, en razón de que se restringe 

de manera indirecta a la libertad de expresión de la parte quejosa, 

cuya prerrogativa se encuentra garantizada por el artículo 7 de la 

constitución.

Todo lo anterior, genera que el juicio de amparo sea 

procedente, pues si bien la omisión reclamada no deriva 

directamente de un mandato constitucional (omisión legislativa), lo 

cierto es que deriva de una ley de observancia general.
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Situación que implica que la falta de regulación por parte del 

congreso local en términos del artículo tercero transitorio de la Ley 

General de Comunicación Social promulgada el once de mayo de 

dos mil dieciocho, genere que no se despliegue y, por ende, proteja 

de manera amplía los derechos fundamentales de la parte quejosa 

contemplados en la propia constitución federal; cuestión que 

produce que el juicio de amparo sea procedente.

QUINTO. Estudio de fondo.
I. Síntesis de los conceptos de violación.
En el caso concreto, la parte quejosa  *******  ********* 

********** ******* por su propio derecho y como representante 

del  *******  **  ***********  *  *************    **  ***  **** 

*******  **********  ****** aduce en esencia, que la responsable 

viola en su perjuicio los artículos 1, 6, 16 y 134 constitucionales; 19 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 1, 2 y 13 de 

la Convención Americana de Derechos Humanos; 1, 2 y 19 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el principio 13 

de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión; el 

principio 7 de la Declaración de Chapultepec, así como los artículos 

6 y 9 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 

y el precepto 3 de la Convención Interamericana contra la 

Corrupción.

 Ello, en razón de que el Congreso del Estado de San Luis 

Potosí está obligado a conducirse de conformidad con el bloque de 

constitucionalidad y la omisión legislativa denunciada incumple 

diversos mandatos internacionales.

Que la ausencia del marco normativo reclamado posibilita 

usos inadecuados de recursos públicos en detrimento de toda la 

comunidad, afectación que le es particularmente lesiva como 
profesionales de la comunicación interesados en el desempeño 

adecuado de esa función gubernamental, lo que transgrede su 

derecho humano de libertad de expresión.
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Refiere que, la omisión legislativa vulnera el derecho de la 

libertad de expresión en tanto que la libertad de expresión tiene una 

dimensión activa y otra pasiva, es decir, no solo protege la 

posibilidad de expresar las ideas o la información propia, sino 

también la sociedad tiene derecho a recibir información confiable. 

 Manifiesta que, tratándose de órgano gubernamentales, la 

difusión de la información de su interés debe hacerse con pautas 

claras y adecuadas, no con sesgos noticiosos tendenciosos que 

puedan favorecer ciertos criterios editoriales a cambio de pagos por 

publicidad. 

Sostiene que los derechos vulnerados no sólo radican en la 

ausencia de una norma común, en el catálogo de las leyes locales, 

sino que con dicha omisión se comprometen disposiciones que 
atienden al derecho a la información como prerrogativa 
ciudadana, en tanto que la falta de lineamientos claros para el 
uso de los recursos públicos bajo el rubro de publicidad 
gubernamental potencializa su utilización arbitraria, 
discrecional e indebida. 

Expresa que la falta de regulación reclamada afecta el 
derecho a la información pública, permite relaciones 

desreguladas entre autoridades y empresas de medios, 

desactualiza el derecho local y además, coloca a los ciudadanos en 

desigualdad respecto de las personas que residen en entidades que 

ya cuentan con su respectiva ley de comunicación. 

II. Calificación jurídica de los conceptos de violación
Los conceptos de violación expresados, son esencialmente 

fundados.

III. Existencia de una omisión legislativa derivada de una 
ley. 
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Como se indicó en el considerando que antecede, 

específicamente en el apartado denominado “Procedencia del 
amparo derivado de omisiones que no deriven directamente de 
la constitución”; se estima que en el caso existe una omisión de 

carácter legal (reglamentaria) por parte del Congreso del Estado 
de San Luis Potosí.

Atendiendo a las premisas argumentativas que sostuvo la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia al resolver el amparo 

en revisión 57/2019.

Específicamente, lo relativo a que existe una omisión 

reglamentaria (legal o diversa a una omisión legislativa —derivada 

de un mandato constitucional—) cuando la obligación de regular un 

tema surja de un texto legal, pero implique el desarrollo de un 

precepto constitucional, puesto que ello constituirá una violación a la 

norma fundamental, debido a que ésta no alcanzará a desplegar 

toda su eficacia como resultado de dicha omisión.

Ello, pues como quedó establecido se encuentran satisfechos 

los cinco elementos establecidos por la Segunda Sala para 

considerar que existe una omisión de tipo legal atribuible al 

Congreso del Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior, puesto que a través de su inacción la autoridad 

responsable incumple con la obligación que se le impuso en el 

transitorio tercero de la Ley General de Comunicación Social 

promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho, que a su vez 

implica el indebido desarrollo de un precepto constitucional, 

específicamente el artículo 7 relativo al derecho de la libertad de 

expresión, generando una violación a la norma fundamental, debido 

a que ésta no alcanzará a desplegar toda su eficacia como resultado 

de dicha omisión.
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Por tanto, es claro que dicho transitorio conlleva una 

obligación, cuya omisión trasciende en el ordenamiento jurídico, 

dado que su génesis -como se vio- es una reforma constitucional, 

por lo que el análisis de la abstención y, posterior, cumplimiento 

abonara en mantener la regularidad constitucional.

IV. Marco normativo.

Los artículos 6 y 7 constitucionales, en lo que interesa, 

disponen: 

“Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto 
de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el 
caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho 
de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. 
El derecho a la información será garantizado por el 
Estado. […]”.

“Artículo 7o. Es inviolable la libertad de difundir 
opiniones, información e ideas, a través de cualquier 
medio. No se puede restringir este derecho por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 
particulares, de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión 
de información o por cualesquiera otros medios y tecnologías 
de la información y comunicación encaminados a impedir la 
transmisión y circulación de ideas y opiniones. 

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa 
censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene más 
límites que los previstos en el primer párrafo del artículo 6o. 
de esta Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los 
bienes utilizados para la difusión de información, opiniones e 
ideas, como instrumento del delito. […]”
 

Por su parte, los numerales 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos dicen:

“Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y 

de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, 
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recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento 
de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no 

puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades 
ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley 
y ser necesarias para asegurar: 
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás 

[…]”

“Artículo 19.
1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o 
en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de 
este artículo entraña deberes y responsabilidades 
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas 
restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para: 

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación 
de los demás […]”

De los numerales transcritos, se advierte, en lo que interesa la 

protección al derecho a la libertad de expresión.

La libertad de expresión en una sociedad democrática.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al dictar la resolución en el amparo en revisión 1359/2015, 

interpuesto por la quejosa  *******  ******  ***  **  ********  ** 

*********  ****  **********  ***** en contra de la sentencia dictada, 

por el Juez Decimoprimero de Distrito en Materia Administrativa en 

el Distrito Federal, analizó la omisión del Congreso de la Unión de 

cumplir con la obligación establecida en el artículo tercero transitorio 

de la reforma constitucional de diez de febrero de dos mil catorce, 

respecto a emitir la ley que regule el párrafo octavo del artículo 134 

de la constitución, y realizó las consideraciones siguientes 
respecto del derecho a la libertad de expresión. 
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 Estableció que, en la doctrina constitucional sobre este 

derecho, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho un 

especial énfasis en mostrar que la libertad de expresión 
constituye una precondición de la vida democrática. De esta 

manera, la conexión entre la libertad de expresión y la democracia 

ha sido destacada en numerosos precedentes. 

En efecto, al resolver el amparo en revisión 91/2004,25 la 

Primera Sala explicó que la conexión entre la libertad de expresión y 

la democracia justifica que se proteja de “manera especialmente 

clara y enérgica el derecho del individuo a expresar sus ideas en 

materia política, y que otro tipo de discursos expresivos […] estén 

mucho más desconectados de la función que otorga a estos 

derechos su singular posición dentro del esquema estructural de 

funcionamiento de la democracia representativa”.

En esta misma línea, en el  amparo directo en revisión 
2044/2008,26 la Primera Sala recordó que “[t]ener plena libertad para 

expresar, recolectar, difundir y publicar informaciones e ideas […] es 
imprescindible no solamente como instancia esencial de auto-

expresión y auto-creación, sino también como premisa para poder 
ejercer plenamente otros derechos fundamentales —el de 

asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el 

derecho de petición o el derecho a votar y ser votado— y como 

elemento funcional que determina la calidad de la vida democrática 

en un país.” 

Así, en dicho precedente se explicó que “si los ciudadanos no 

tienen plena seguridad de que el derecho los protege en su 

posibilidad de expresar y publicar libremente ideas y hechos, será 
imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de 

25 Sentencia de 20 de octubre de 2004, resuelta por unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza, José Ramón Cossío Díaz 
(Ponente) y Presidenta Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

26 Sentencia de 17 de junio de 2009, resuelta por unanimidad de cinco votos de los 
Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Juan N. Silva 
Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Sergio A. Valls Hernández.
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ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos 
públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones de los 
gobernantes, capaces de cumplir la función que les 
corresponde en un régimen democrático”; criterio que 

posteriormente fue recogido en la tesis aislada de rubro: 

“LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. 
SU IMPORTANCIA EN UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL”.27

Determinó que, lo anteriormente expuesto, sirve para entender 

que la libertad de expresión tiene una dimensión individual, 
relacionada centralmente con la autonomía de las personas.28 Como 

señala la doctrina especializada, “la elección y materialización de un 

plan de vida requiere la mayor amplitud informativa posible, el uso 

de instrumentos de comunicación para coordinar actividades y 

planes individuales, y la mayor variedad posible de expresión de 

ideas, actitudes estéticas, inclinaciones religiosas, etcétera”.29 

Así, la posibilidad de expresar nuestras ideas, respaldar o 
criticar las de otros, y difundir información de todo tipo permite 
a las personas tomar decisiones sobre sus propias vidas y 
actuar en consecuencia. De esta manera, al amparo de este 

derecho en principio los individuos pueden decir cualquier cosa sin 

interferencia estatal. Con todo, incluso desde esta perspectiva, la 

autonomía no es protegida como un bien en sí mismo, ni como un 

medio de autorrealización individual, sino más bien como una forma 

de promover fines políticos más amplios, como el enriquecimiento 

del debate colectivo.30 

27 Novena Época, Registro: 165760, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, 
Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. CCXV/2009, Página: 287.

28 Sobre la manera en la que la autonomía personal se vincula con la dimensión 
individual los derechos fundamentales, véase Möller, Kai, The Global Model of Constitutional 
Rights, Oxford, Oxford University Press, 2012, pp. 33-41. 

29 Nino, Carlos, Fundamentos de derecho constitucional. Análisis filosófico, jurídico y 
politológico de la práctica constitucional, Buenos Aires, Astrea, 1992, p. 262.

30 Fiss, Owen, La libertad de expresión y la estructura social, México, Fontamara, 1997, 
p. 50.
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Estableció que, resulta indiscutible que la libertad de expresión 

también tiene una dimensión colectiva, especialmente relevante 

cuando una comunidad decide vivir en democracia. En el contexto 

de una sociedad democrática resultan indispensables 

manifestaciones colectivas de la libertad de expresión, tales como el 

intercambio de ideas, el debate desinhibido e informado sobre 

cuestiones de interés público, la formación de una opinión pública 

robusta, la eliminación de los obstáculos a la búsqueda y recepción 

de información, la supresión de mecanismos de censura directa e 

indirecta, la existencia de medios de comunicación profesionales e 

independientes. 

En este sentido, estableció que “[l]a discusión que es central al 

debate democrático exige el mayor pluralismo y las más amplias 

oportunidades de expresión de propuestas ideológicas, de intereses 

que deben ser tomados en cuenta por los principios a adoptar para 

guiar los cursos de acción política, y de críticas al modo en que los 

asuntos públicos son conducidos”.31 Por lo demás, esta vertiente 
de la libertad de expresión impone al Estado deberes positivos 
que lo obligan a intervenir con la finalidad de generar todas 
esas condiciones y eliminar los obstáculos a la libre circulación 
de las ideas.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que, en relación con lo anterior, la jurisprudencia 

interamericana más temprana destacó la “dimensión individual” y la 

“dimensión colectiva” de la libertad de expresión. En la Opinión 
Consultiva 5/85,32 la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

señaló que desde el punto de vista individual, la libertad de 

expresión comporta la exigencia de que “nadie sea arbitrariamente 

31 Ibídem, pp. 262-263.

32 Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5. La 
colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos).
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menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y 

representa, por tanto, un derecho de cada individuo”, de tal manera 

que “la libertad de expresión no se agota en el reconocimiento 

teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, 

inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado 

para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de 

destinatarios” (párrafos 30 y 31). 

Respecto de la dimensión colectiva, el tribunal internacional 

sostuvo que la libertad de expresión también comporta un derecho 
de toda la sociedad a “recibir cualquier información y a conocer 

la expresión del pensamiento ajeno” (párrafo 30), toda vez que se 

trata de “un medio para el intercambio de ideas e informaciones y 

para la comunicación masiva entre los seres humanos”, que 

“comprende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los 

otros sus propios puntos de vista implica también el derecho de 

todos a conocer opiniones y noticias” (párrafos 30 y 31).

Estableció que, en estas consideraciones están en estrecha 

conexión con el conocido dictum de la Corte Interamericana, 

también recogido en la citada Opinión Consultiva 5/85, en el que 

enfáticamente señaló que “[l]a libertad de expresión es una piedra 

angular en la existencia misma de una sociedad democrática”, no 

sólo porque es indispensable para “la formación de la opinión 

pública”, sino también porque es condición necesaria para que los 

actores sociales, como “los partidos políticos, los sindicatos, las 

sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen 

influir sobre la colectividad, puedan desarrollarse plenamente”, en el 

entendido de que “una sociedad que no está bien informada no es 

plenamente libre” (énfasis añadido, párrafo 70).

Por lo demás, es evidente que estas dimensiones de la 
libertad de expresión tienen una estrecha vinculación, sin que 

pueda afirmarse que una tenga prioridad sobre la otra. Al respecto, 

en la citada opinión consultiva, la Corte Interamericana aclaró que 
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“cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de un 
individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el que está 
siendo violado, sino también el derecho de todos a ‘recibir’ 
informaciones e ideas, de donde resulta que el derecho 
protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter 
especiales” (párrafo 30). Lo que significa que una vulneración a 
la libertad de expresión en su vertiente individual puede 
suponer una trasgresión a la vertiente colectiva y viceversa.

En otros casos, la Corte Interamericana desarrolló varios 

aspectos de su doctrina vinculada con ambas vertientes de la 

libertad de expresión. En Olmedo Bustos y otros vs. Chile,33 

explicó que ambas dimensiones de la libertad de expresión “poseen 

igual importancia y deben ser garantizadas en forma simultánea 

para dar efectividad total al derecho a la libertad de pensamiento y 

de expresión en los términos previstos por el artículo 13 de la 

Convención” (párrafo 67). Posteriormente, en la sentencia del caso 

Ivcher Bronstein vs. Perú,34 la Corte Interamericana reiteró esa 

misma doctrina y señaló que “[l]a importancia de este derecho 

destaca aún más al analizar el papel que juegan los medios de 
comunicación en una sociedad democrática, cuando son 
verdaderos instrumentos de la libertad de expresión y no 
vehículos para restringirla, razón por la cual es indispensable que 

recojan las más diversas informaciones y opiniones” (párrafo 149).

La Primera Sala determinó que, en sentido similar, el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos sostuvo en Lingens vs. Austria, 

que “la libertad de expresión proporciona a la opinión pública 
uno de los mejores medios para conocer y juzgar las ideas y 
actitudes de los dirigentes políticos”, de ahí que haya destacado 

que el “debate político está en el núcleo del concepto de una 

33 Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73.

34 Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo. Sentencia 
de 4 de septiembre de 2001. Serie C No. 84.
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sociedad democrática”.35 En la misma línea, en la sentencia del 

caso Rekvényi vs. Hungría,36 dicho tribunal señaló que “la libertad 

de expresión constituye uno de los cimientos esenciales de una 

sociedad democrática y una de las condiciones básicas para su 

progreso y la realización personal de los individuos” (párrafo 42).

La Primera Sala estableció que, esta especial vinculación 
entre libertad de expresión y democracia justifica que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación haya asumido la idea de 

que aquélla guarda una posición preferencial en nuestro 

ordenamiento jurídico.

 En este orden de ideas, en el amparo directo 28/2010,37 la 

Primera Sala señaló que “[e]n una democracia constitucional como 

la mexicana, la libertad de expresión goza de una posición 

preferencial”, toda vez que “es un derecho funcionalmente central en 

un Estado constitucional y tiene una doble faceta: por un lado, 

asegura a las personas espacios esenciales para el despliegue de 

su autonomía y, por otro, goza de una vertiente pública, colectiva 

o institucional que los convierte en piezas básicas para el adecuado 

funcionamiento de la democracia representativa”; criterio que 

posteriormente fue recogido en la tesis de rubro “LIBERTADES DE 
EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU POSICIÓN PREFERENCIAL 
CUANDO SON EJERCIDAS POR LOS PROFESIONALES DE LA 
PRENSA”.38 

35 Caso Lingens vs Autria, sentencia del 8 de julio de 1986, Serie A, Nº 103.

36 Rekvényi vs Hungary, sentencia de 20 de mayo de 1999. No 25390/94.

37 Sentencia de 23 de noviembre de 2011, resuelta por mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
(Ponente), en contra del emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia 
quien formula voto particular. El señor Ministro José Ramón Cossío Díaz formuló voto 
concurrente.

38 Décima Época, Registro: 2000106, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3, 
Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. XXII/2011 (10a.), Página: 2914.
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De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación reiteró que la dimensión colectiva de la 
libertad de expresión contribuye a la conformación de una 
ciudadanía informada y crítica, condición indispensable para el 
adecuado funcionamiento de una democracia representativa 
como la mexicana. En palabras del Tribunal Constitucional 

español, la libertad de expresión supone “el reconocimiento y 

garantía de la opinión pública libre, que es una institución ligada de 

manera inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado 

democrático”.39 

La libertad de expresión y los medios de comunicación.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que, como se señaló en el apartado anterior, uno de los 
elementos de la dimensión colectiva de la libertad de expresión 
es la existencia de medios de comunicación profesionales e 
independientes. 

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

destacado en varias sentencias su impacto en el ejercicio de este 

derecho fundamental. Al respecto, es importante reiterar que los 
medios de comunicación son una pieza clave para el adecuado 
funcionamiento de una democracia, toda vez que permiten a los 
ciudadanos recibir información y conocer opiniones de todo 
tipo al ser precisamente el vehículo para expresar ideas sobre 
asuntos de interés público y difundirlas entre la sociedad.

En el citado amparo directo en revisión 2044/2008, la 

Primera Sala explicó que “los medios de comunicación de masas 

juegan un papel esencial para el despliegue de la función colectiva 

de la libertad de expresión”, ya que se “cuentan entre los forjadores 

básicos de la opinión pública en las democracias actuales”, razón 

por la cual “es indispensable tengan aseguradas las condiciones 

39 STC 107/1988 del 8 de junio de 1988.
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para albergar las más diversas informaciones y opiniones”. 

Posteriormente, al resolver el amparo directo en revisión 
2806/2012,40 ese Alto Tribunal sostuvo que los medios de 

comunicación son “entidades cuyas opiniones suelen imponerse en 

la sociedad, dominando la opinión pública y generando creencias”, 

toda vez que “los líderes de opinión despliegan sus ideas, 

convirtiéndose así en los sujetos a quienes se atribuye la misión de 

elaborar y transmitir conocimientos, teorías, doctrinas, ideologías, 

concepciones del mundo o simples opiniones, que constituyen las 

ideas o los sistemas de ideas de una determinada época y de una 

sociedad específica”.

Por lo demás, estableció que la importancia de los medios de 

comunicación en una sociedad democrática ya había sido esbozada 

en la emblemática Opinión Consultiva 5/85. En esa oportunidad, la 

Corte Interamericana señaló que “si en principio la libertad de 

expresión requiere que los medios de comunicación social estén 

virtualmente abiertos a todos sin discriminación, o, más 

exactamente, que no haya individuos o grupos que, a priori, estén 

excluidos del acceso a tales medios, exige igualmente ciertas 

condiciones respecto de éstos, de manera que, en la práctica, sean 

verdaderos instrumentos de esa libertad y no vehículos para 

restringirla, lo que implica que los medios de comunicación 
“sirven para materializar el ejercicio de la libertad de expresión, 
de tal modo que sus condiciones de funcionamiento deben 
adecuarse a los requerimientos de esa libertad”, lo que hace 

indispensable que éstos recojan una serie de condiciones, tales 

como “la pluralidad de medios, la prohibición de todo monopolio 

respecto de ellos, cualquiera sea la forma que pretenda adoptar, y la 

garantía de protección a la libertad e independencia de los 

periodistas” (énfasis añadido, párrafo 34).

40 Sentencia de 6 de marzo de 2013 resuelta por mayoría de tres votos de los señores 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra de los emitidos por los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes se reservaron su derecho a 
formular voto particular
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Posteriormente, en la sentencia del caso Kimel vs 
Argentina,41 dicho tribunal internacional destacó que “[d]ada la 

importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática 

y la elevada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen 

profesionalmente labores de comunicación social, el Estado no 
sólo debe minimizar las restricciones a la circulación de la 
información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo 
posible, la participación de las distintas informaciones en el 
debate público, impulsando el pluralismo informativo”, lo que 
implica que “la equidad debe regir el flujo informativo” (énfasis 

añado, párrafo 27). 

Más recientemente, en Granier y otros vs Venezuela,42 un 

caso que tenía como antecedente el cierre del canal de televisión 

“Radio Caracas Televisión”, la Corte Interamericana explicó que “los 
medios de comunicación son, generalmente, asociaciones de 
personas que se han reunido para ejercer de manera sostenida 
su libertad de expresión, por lo que es inusual en la actualidad que 

un medio de comunicación no esté a nombre de una persona 

jurídica, toda vez que la producción y distribución del bien 
informativo requieren de una estructura organizativa y 
financiera que responda a las exigencias de la demanda 
informativa”, aclarando que “así como los sindicatos constituyen 

instrumentos para el ejercicio del derecho de asociación de los 

trabajadores y los partidos políticos son vehículos para el ejercicio 

de los derechos políticos de los ciudadanos, los medios de 
comunicación son mecanismos que sirven al ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión de quienes los utilizan como 
medio de difusión de sus ideas o informaciones” (énfasis 

añadido, párrafo 148)

41 Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo 
de 2008. Serie C No. 177.

42 Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 
293.
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La Primera Sala estableció que, a la luz de la doctrina 

constitucional sobre la libertad de expresión antes expuesta, se 

recuerda que corresponde a los tribunales de amparo garantizar 
la existencia de un clima de seguridad y libertad en la que los 
medios puedan desplegar vigorosamente la importante función 
que están llamados a cumplir en una sociedad democrática 
como la mexicana. Como destacó la Corte Suprema argentina en 

la sentencia del caso Editorial Río Negro vs Provincia del 
Neuquén,43 “es deber de los tribunales proteger los medios para 

que exista un debate plural sobre los asuntos públicos, lo que 

constituye un presupuesto esencial para el gobierno democrático”. 

La publicidad oficial como un mecanismo de restricción 
indirecta.

La Primera Sala explicó que, como se ha venido explicando, si 

los medios de comunicación son fundamentales para la existencia 

del debate plural e incluyente, una democracia deliberativa 
requiere de medios de comunicación profesionales e 
independientes que informen y den a conocer los distintos 
puntos de vista que existan sobre un problema de interés 
público, para que así los ciudadanos puedan formarse una 
opinión propia sobre dichos temas. 

Con todo, es evidente que los medios de comunicación 
necesitan ingresos económicos para poder operar y cumplir 
con la función antes descrita. En consecuencia, en la actualidad 

se hace más indispensable contar con recursos económicos para 

poder comunicar opiniones e información a través de los medios de 

comunicación.

Determinó que, en esta lógica, mientras que en otras 

sociedades u otros tiempos existían espacios —como lo fue el ágora 

43 Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ acción de amparo. Sentencia de 
15 de junio de 2010.
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o la plaza pública— en los que el pueblo podía reunirse a deliberar 

libremente sobre los asuntos de interés común, la situación de los 

medios de comunicación hoy en día nos remite más bien a la 

imagen de un “teatro” o un “estadio cerrado”, en donde es necesario 

pagar una entrada para poder tener acceso al lugar donde se 

difunden las ideas.44

Estableció que, en el caso de México, es una realidad 
innegable que los poderes públicos, los órganos autónomos, 
las dependencias y entidades de la administración pública 
realizan cotidianamente actividades de comunicación social 
para cumplir con fines informativos, educativos o de 
orientación social. 

Así, el gobierno compra a los medios de comunicación 
espacios de publicidad de distinto tipo —para que el anuncio se 

difunda entre la población en general o entre sectores más 

específicos— con el objetivo de que su mensaje llegue al mayor 
número de destinatarios. De esta manera, los ingresos que 
obtienen los medios para difundir comunicación social del 
gobierno pueden ser indispensables para que éstos se 
mantengan en operación, especialmente en épocas de crisis.

En este sentido, la Relatoría Especial para la Libertad de 

Expresión ha destacado que “los costos de producción de los 

medios de comunicación son elevados, y la forma más lucrativa de 

cubrir esos gastos es una amplia publicidad”, aclarando que en la 

región “[t]radicionalmente, los presupuestos de publicidad del 

Estado representan un porcentaje sustancial de la inversión total en 

publicidad de los medios” y “[e]n general, el público no conoce las 

cifras exactas de lo que se gasta en publicidad […], existen 

44 Gargarella, Roberto, “Estadios de la libertad de expresión. Una lectura igualitaria (a 
partir de "Editorial Río Negro" y "Perfil")”, Jurisprudencia argentina, núm. 5, 2011, pp. 7-14.
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informes de numerosos medios de comunicación que indican 
que reciben del Estado entre el 40% y el 50% de su ingreso”.45

Así, en el caso de algunos medios de comunicación la 
supresión de los ingresos que reciben por publicidad oficial 
puede implicar que ya no tengan los recursos económicos 
necesarios para poder seguir funcionando. De esta manera, la 

dependencia de los medios de comunicación del gasto en 

comunicación social del gobierno es una situación que sin lugar a 
dudas supone una amenaza a la libertad de expresión. Tal como 

la sostenido la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, “es 

posible que la publicidad estatal sea tan fundamental para el 

funcionamiento de un medio de comunicaciones que la negativa a 

asignársela tenga un impacto tan adverso que equivalga a una 

multa o una condena de cárcel”, puesto que “[c]omo sus esperanzas 

de obtener ingresos por publicidad giran en torno a una asignación 

favorable de la publicidad estatal, los medios de comunicación se 

verán comprometidos y, en efecto, obligados a producir informes 

favorables a quienes toman las decisiones sobre asignación de 

publicidad estatal (énfasis añadido)”.46

V. Caso concreto.
En este contexto de alta dependencia de los medios de 

comunicación a la publicidad oficial, debe examinarse el 

argumento de la quejosa ******* ********* ********** *******  

por su propio derecho y como representante del  *******  ** 

***********  *  *************    **  ***  ****  *******  ********** 

****** en el que señala que la omisión de expedir la legislación 

respectiva o armonizar la legislación existente con base en el 

artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación 

Social, publicada el once de mayo de dos mil dieciocho, viola su 
derecho a la libertad de expresión.

45 Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 2003, párrafo 4.

46 Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 2003, párrafo 
12.
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Ello, en razón de que el Congreso del Estado de San Luis 

Potosí está obligado a emitir la legislación correspondiente y la 

ausencia del marco normativo reclamado posibilita usos 

inadecuados de recursos públicos en detrimento de toda la 

comunidad, afectación que le es particularmente lesiva como 
profesionales de la comunicación interesados en el desempeño 

adecuado de esa función gubernamental, lo que transgrede su 

derecho humano de libertad de expresión.

Además, sostiene que los derechos vulnerados no sólo 

radican en la ausencia de una norma común, en el catálogo de las 

leyes locales, sino que con dicha omisión se comprometen 
disposiciones que atienden al derecho a la información como 
prerrogativa ciudadana, en tanto que la falta de lineamientos 
claros para el uso de los recursos públicos bajo el rubro de 
publicidad gubernamental potencializa su utilización arbitraria, 
discrecional e indebida. 

En efecto, este órgano jurisdiccional considera que 

efectivamente la ausencia de reglas claras y transparentes sobre la 

asignación del gasto de comunicación social —como resultado de la 

omisión legislativa que reclama la quejosa— da lugar a un estado de 

cosas inconstitucional que vulnera la libertad de expresión en su 
dimensión colectiva y también se traduce en una clara 
afectación a la dimensión individual de la libertad de expresión 
de la quejosa. 

La ausencia de la regulación en cuestión propicia un 
ejercicio arbitrario del presupuesto en materia de comunicación 
social, lo cual constituye un mecanismo de restricción o 
limitación indirecta de la libertad de expresión, claramente 
proscrito por la Constitución. 
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Como quedó establecido en párrafos que anteceden, el 

artículo 7º constitucional dispone que “[n]o se puede restringir este 

derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso de 

controles oficiales o particulares, de papel para periódicos, de 

frecuencias radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la 

difusión de información o por cualesquiera otros medios y 

tecnologías de la información y comunicación encaminados a 

impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones”. 

En el mismo sentido, con un texto prácticamente idéntico, el 

artículo 13.3 de la Convención Americana sobre Derechos humanos 

dispone que “[n]o se puede restringir el derecho de expresión por 

vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales 

o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 

radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de 

información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir 

la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”.

Así, la falta de reglas claras y transparentes que 
establezcan los criterios con los cuales se asigna el gasto de 
comunicación social de las distintas instancias de gobierno —

omisión atribuible al Congreso del Estado de San Luis Potosí— 

constituye un medio de restricción indirecta a la libertad de 
expresión prohibido por los artículos 7 de la Constitución y 13.3 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

La ausencia de esta regulación propicia que la política de 
gasto en comunicación social canalice los recursos fiscales 
hacia medios afines a las posiciones del gobierno y niegue el 
acceso a esos recursos —o simplemente se amenace con 

restringirlo— a los medios de comunicación que son críticos con 
las políticas del gobierno.47

47 En este sentido, véase Gargarella, op. cit.
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En este orden de ideas, es pertinente recordar que al resolver 

el amparo en revisión 531/2011,48 la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación sostuvo que “[t]ambién debe tenerse 

en cuenta lo relativo a la prohibición de restringir el derecho de 

expresión por vías o medios indirectos, encaminados a impedir la 

comunicación y la circulación de ideas y opiniones, entre otras, la 

asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial con el 

objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los 

comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función 

de sus líneas informativas, y que el Estado debe abstenerse de 
utilizar su poder y los recursos de la hacienda pública con tales 
objetivos, dado que al imponer presiones directas o indirectas 
dirigidas a silenciar la labor informativa de los comunicadores 
sociales, se obstruye el funcionamiento pleno de la 
democracia, cuya consolidación se encuentra íntimamente 
relacionada al intercambio libre de ideas, información y 
opiniones entre las personas.”

En el caso que nos ocupa, la restricción indirecta a la 
libertad de expresión trae consigo además un “efecto 
silenciador” de los medios de comunicación críticos,49 en la 

medida en que a través de la asfixia financiera se prescinde de 

puntos de vista que enriquecen el debate robusto que debe existir 

en una democracia sobre asuntos de interés público.

 Por lo demás, se advierte que este estado de cosas 

inconstitucional también tiene un efecto disuasivo en el ejercicio de 

la libertad de expresión de los medios de comunicación en general, 

toda vez que las afectaciones financieras que sufren los medios 
críticos pueden llevar a los demás a adoptar posiciones 

48 Sentencia de 24 de agosto de 2011, resuelta por unanimidad de cinco votos, de los 
señores Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente), y Presidente Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea.

49 En general sobre el efecto silenciador de la libertad de expresión, véase Fiss, Owen, 
“El efecto silenciador de la libertad de expresión”, Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del 
Derecho, núm. 4, 1996.
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deferentes con el gobierno con la finalidad de no perder los 
recursos asignados a la difusión publicidad oficial. 

En este sentido, la Relatoría Especial para la Libertad de 

Expresión ha señalado que en materia de publicidad oficial puede 

distinguirse entre mecanismos de asignación negativa y de 
asignación positiva. 

“[l]a asignación negativa se otorgaría a una persona o un 

medio de comunicaciones para inducirlo a no informar 

desfavorablemente sobre quienes están en el poder”; mientras que 

“[l]a asignación positiva exige que el beneficiario se exprese 

favorablemente para recibir los fondos estatales” (énfasis 

añadido).50 

Aunque ambos mecanismos son inconstitucionales por 
vulnerar la libertad de expresión, la afectan de una manera 

distinta. Así, “[l]as asignaciones negativas son formas de coerción 

basadas en los contenidos, que obligan a los medios de 

comunicación al silencio sobre cuestiones de interés público, en 

tanto las asignaciones positivas pueden distorsionar artificialmente 

un debate público al inducir a apoyar las opiniones del gobierno 

a quienes en otras circunstancias hubieran adoptado una posición 

contraria (o hubieran optado por no expresarse del todo)”.51

Se entiende que la dimensión colectiva de la libertad de 
expresión impone al Estado el deber de actuar de manera 
neutral en la asignación de esos recursos entre los medios de 
comunicación. 

Por esa razón, es imprescindible que existan reglas que 
permitan al Estado actuar de tal manera que asegure que todas 

50 Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 2003, párrafo 7.

51 Ídem.
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las voces de la sociedad que se expresan en los medios de 
comunicación sean escuchadas de una manera completa y 
justa.52 

De acuerdo con lo expuesto, la ausencia de esas reglas 
hace que cualquier gasto que se haga en esta materia sea 
potencialmente arbitrario, puesto que no será evidente que 
cumpla con los principios que deben disciplinar el gasto en 
comunicación social, de conformidad con lo dispuesto en el 

párrafo octavo del artículo 13453 de la Constitución y el artículo 

tercero transitorio del “Decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-electoral” de 

10 de febrero de 201454. 

52 En sentido similar, véase Fiss, op., cit., pp. 80-81.

53 ARTÍCULO 134.- Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios 
y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que establezcan, 
respectivamente, la Federación y las entidades federativas, con el objeto de propiciar que los recursos económicos se 
asignen en los respectivos presupuestos en los términos del párrafo precedente. Lo anterior, sin menoscabo de lo 
dispuesto en los artículos 26, Apartado C, 74, fracción VI y 79 de esta Constitución.

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier 
naturaleza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas 
mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será 
abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las 
leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, 
eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

El manejo de recursos económicos federales por parte de las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, se sujetará a las bases de este artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación 
sobre el ejercicio de dichos recursos se realizará por las instancias técnicas de las entidades federativas a que se 
refiere el párrafo segundo de este artículo.

Los servidores públicos serán responsables del cumplimiento de estas bases en los términos del Título Cuarto de esta 
Constitución.

Los servidores públicos de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están 
bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.
  
La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan como tales, los poderes 
públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración pública y cualquier otro 
ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de 
orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que 
impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.

Las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación, garantizarán el estricto cumplimiento de lo previsto en los 
dos párrafos anteriores, incluyendo el régimen de sanciones a que haya lugar.”
54 “Tercero. El Congreso de la Unión deberá expedir, durante el segundo periodo de sesiones ordinarias del segundo 
año de ejercicio de la LXII Legislatura, la ley que reglamente el párrafo octavo del artículo 134 de esta Constitución, la 
que establecerá las normas a que deberán sujetarse los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y 
entidades de la administración pública y de cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, y que garantizará que 
el gasto en comunicación social cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, 
así como que respete los topes presupuestales, límites y condiciones de ejercicio que establezcan los presupuestos de 
egresos respectivos.”
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No pasa desapercibido, para este órgano jurisdiccional lo 

manifestado por el Congreso del Estado de San Luis Potosí, al 

momento de rendir su informe justificado, en el sentido de que se 

presentaron dos iniciativas de ley para dar cumplimiento con lo 
anterior.

Una iniciativa de ley por parte del legislador ****** ******** 

*******  ******* , presentada el treinta de mayo de dos mil 

diecinueve, en la que se plantea expedir la Ley Reglamentaria del 

numeral 135 de la Constitución Política del Estado de San Luis 

Potosí, en materia de comunicación social, misma que fue turnada a 

las Comisiones de Puntos Constitucionales; Hacienda del Estado; 

Vigilancia y Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Otra iniciativa presentada en sesión ordinaria de cuatro de 

junio de dos mil diecinueve, por la Diputada ****** ******* ****** 

en la que propone expedir la Ley de Comunicación Social para el 

Estado y Municipios de San Luis Potosí, misma se turnó a las 

comisiones anteriormente mencionadas. 

Además, que el veintisiete de noviembre de dos mil 

diecinueve, se solicitó una prórroga a la Directiva de esa Soberanía, 

respecto de las iniciativas de ley, a efecto de determinar las 

iniciativas y culminar el proceso legislativo, y que el veintisiete de 

febrero de dos mil veinte, se solicitó una nueva prórroga, para 

culminar el proceso legislativo.  

Al respeto, el artículo 9255 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de San Luis Potosí, establece que las 

iniciativas deben dictaminarse en un término de seis meses, 

con la posibilidad de solicitar hasta dos prórrogas de tres meses 
cada una. 

55 
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Entonces, se advierte que, a la fecha en que se dicta la 

presente resolución, han transcurrido en exceso los términos 

previstos en el invocado precepto legal. 

Ello, si se toma en cuenta que, la última prórroga concedida 

concluyó el tres de junio de dos mil veinte, como se advierte del 

oficio de cinco de marzo del mismo año, relativo a la prorroga 4101 

expedida por la Directiva del Congreso del Estado de San Luis 

Potosí, que obra a foja 21 a 24 que anexó la autoridad responsable 

con su informe justificado. 

Lo anterior, de ninguna manera subsana la omisión en la que 

ha incurrido el Congreso responsable.

Ahora bien, se estima importante aclarar que ni de la libertad 

de expresión ni de ninguna otra disposición constitucional se 

desprende que los medios de comunicación tengan un derecho a 

que se les asignen recursos estatales por difundir publicidad oficial.

 Lo que la Constitución exige es, por un lado, que el ejercicio 

del gasto en comunicación social del gobierno atienda a los 

principios previstos en el artículo 134 constitucional y, por otro lado, 

que la libertad de expresión no sea afectada por la ausencia de 

reglas claras sobre ese tipo de gasto. 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, se concluye que 

en el caso concretó quedó acreditado que el Congreso del 
Estado de San Luis Potosí omitió emitir la ley local respectiva 
y/o armonizar la legislación, cuya obligación se impuso en el 
artículo tercero transitorio de la Ley General de Comunicación 
Social promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho.

Dicha Ley General de Comunicación Social fue emitida en 

cumplimiento al decreto de la reforma constitucional de 10 de 
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febrero de 2014 para que se regule el gasto en materia de 

comunicación social de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 

octavo del artículo 134 de la Constitución. 

Así, esta omisión da lugar a un estado de cosas 
inconstitucional que vulnera la libertad de expresión en su 
dimensión colectiva y también se traduce en una clara 
afectación a la dimensión individual de la libertad de expresión 
de la parte quejosa.

Finalmente, este órgano jurisdiccional considera importante 

aclarar que el criterio contenido en esta sentencia se refiere 

exclusivamente a la inconstitucionalidad del estado de cosas que 

genera la omisión del Congreso del Estado de expedir la legislación 

respectiva que regule la publicidad oficial en términos del artículo 

tercero transitorio de la Ley General de Comunicación Social, 
promulgada el once de mayo de dos mil dieciocho, derivada del 

decreto de la reforma constitucional de 10 de febrero de 2014, para 

que se regule el gasto en materia de comunicación social de 

conformidad con lo dispuesto en el párrafo octavo del numeral 134 

de la Constitución.

 Así, la presente sentencia en ningún caso supone algún 

pronunciamiento sobre las contrataciones que el Estado haga de 

espacios de publicidad con medios de comunicación específicos en 

ausencia de la legislación respectiva. 

Ante tales circunstancias, procede conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal solicitados por la parte quejosa, 

respecto de la omisión legislativa en estudio.

VI. Conclusión. 
Con fundamento en el numeral 77, fracción II56, de la Ley de 

Amparo, procede conceder el amparo y protección de la Justicia 

56 “Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán:
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Federal solicitado por la parte quejosa  *******  ********* 

**********  ******* por su propio derecho y como representante 

del  *******  **  ***********  *  *************    **  ***  **** 

******* ********** ******

SEXTO. Precisión en torno a la concesión del amparo.

 Previo a abordar los efectos de la concesión apuntada, no 

pasa desapercibido que uno de los principales problemas que 

enfrenta el juicio de amparo cuando éste se promueve con base en 

un interés legítimo, el cual se relaciona esencialmente con la 

protección de intereses colectivos -como en el caso acontece-, es la 

tensión que naturalmente se genera entre el otorgamiento de la 

protección constitucional y el principio de relatividad de las 

sentencias, pues generalmente dicha concesión trasciende a la 

figura del quejoso y beneficia a otras personas aun y cuando éstas 

no hubieran acudido a la vía constitucional. 

Para solventar esta tensión, debe recordarse que a partir de 

dos mil once, nuestro juicio de amparo se transformó inspirado 

fundamentalmente en la necesidad de garantizar de manera efectiva 

el reconocimiento y la protección de los derechos humanos, la cual 

ha conducido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 

reinterpretar el principio de relatividad de las sentencias de amparo, 

puesto que mantener su interpretación tradicional frustra la finalidad 

sustantiva del juicio constitucional: la protección de todos los 

derechos fundamentales.57

I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se restituirá al quejoso en el pleno goce del derecho violado, 
restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación; y
II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad 
responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.
En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, el juzgador deberá determinar con precisión los 
efectos del mismo, especificando las medidas que las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su 
estricto cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del derecho.
En asuntos del orden penal en que se reclame una orden de aprehensión o autos que establezcan providencias 
precautorias o impongan medidas cautelares restrictivas de la libertad con motivo de delitos que la ley no considere 
como graves o respecto de los cuales no proceda la prisión preventiva oficiosa conforme la legislación procedimental 
aplicable, la sentencia que conceda el amparo surtirá efectos inmediatos, sin perjuicio de que pueda ser revocada 
mediante el recurso de revisión; salvo que se reclame el auto por el que se resuelva la situación jurídica del quejoso en 
el sentido de sujetarlo a proceso penal, en términos de la legislación procesal aplicable, y el amparo se conceda por 
vicios formales.
En caso de que el efecto de la sentencia sea la libertad del quejoso, ésta se decretará bajo las medidas de 
aseguramiento que el órgano jurisdiccional estime necesarias, a fin de que el quejoso no evada la acción de la justicia.
En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, cuando se declare ejecutoriada o cause estado por ministerio de ley.”

57 Amparo en Revisión 1359/2015. Del índice de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
aprobado en sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.
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 Uno de los cambios más importantes fue precisamente la 

introducción del interés legítimo para poder acudir al juicio de 

amparo, modificación que implicó la ampliación del espectro de 

protección de estos derechos, ante la posibilidad de someter a 

jurisdicción otro tipo de intereses que anteriormente no estaban 

tutelados, como los colectivos y/o difusos. 

Así, la especial configuración del interés legítimo obliga a 

reinterpretar el principio de relatividad de las sentencias con el 

objeto de dotarlo de un contenido que permita su tutela efectiva a 

partir del reconocimiento de su naturaleza colectiva y difusa. De ahí 

que la interacción entre ellos debe ser armónica; es decir, la 

relatividad de las sentencias no puede constituir un obstáculo para 

la protección efectiva del interés legítimo.58

 Por ello, la presente concesión de amparo, si bien también 

impactará en personas que no acudieron al presente juicio, tal 

cuestión en modo alguno se confronta con el principio de relatividad 

de las sentencias, pues como ha sido indicado, al estar sustentada 

la acción constitucional en un interés legítimo, ambas figuras se 

modulan y permiten la protección más amplia de derechos 

fundamentales. 

Por las razones que la informan, sustenta lo anterior la 

siguiente tesis59: 

“SENTENCIAS DE AMPARO. EL PRINCIPIO DE 
RELATIVIDAD ADMITE MODULACIONES CUANDO SE 
ACUDE AL JUICIO CON UN INTERÉS LEGÍTIMO DE 
NATURALEZA COLECTIVA. Conforme al artículo 107, fracción 
I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es posible acceder al juicio de amparo para obtener la 
protección de los intereses legítimos y colectivos, que son 
aquellos que atañen a "un grupo, categoría o clase en conjunto". 
En cualquier caso, tanto el interés colectivo como el legítimo, 

58 Amparo en Revisión 307/2016. Del índice de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobado 
en sesión de catorce de noviembre de dos mil dieciocho.
59 38 Con registro 2017955, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época.
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comparten como nota distintiva su indivisibilidad, es decir, no 
pueden segmentarse. De ahí que, si en los intereses colectivos 
o legítimos la afectación trasciende a la esfera jurídica subjetiva 
o individual de quien promovió un juicio de amparo, sería 
inadmisible suponer que por esa cuestión se niegue la 
procedencia del medio de control constitucional, pretextándose 
la violación al principio de relatividad de las sentencias. En ese 
sentido, el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la 
Constitución Federal, debe interpretarse de la manera más 
favorable a la persona, por lo cual, lejos de invocarse una 
concepción restringida del principio referido, será menester 
maximizar tanto el derecho humano de acceso a la tutela 
jurisdiccional efectiva, como el principio de supremacía 
constitucional.”

El efecto de la concesión será el siguiente: 
 1. El Congreso del Estado de San Luis Potosí cumpla con la 

obligación establecida en el artículo tercero transitorio de la Ley 

General de Comunicación Social, publicada el once de mayo de dos 

mil dieciocho y armonice la legislación local de conformidad con 
dicha ley. 

2. Lo cual deberá acontecer antes de que finalice el 
segundo periodo ordinario de sesiones de este año de la LXII 
Legislatura60.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo, además 

en los artículos 103 y 107, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 73, 74, 76, 77 y 217 y demás aplicables de la 

Ley de Amparo, se resuelve:

PRIMERO. Se sobresee en el presente juicio de amparo, 

promovido por  ********  *****  **** , por el acto reclamado al 

Congreso del Estado de San Luis Potosí, precisado en el 

considerando segundo de la presente resolución y por los motivos 

expuestos en el punto IV considerando cuarto de esta sentencia.

60 “ARTÍCULO 52.- El Congreso Estado tendrá anualmente dos períodos ordinarios de sesiones. El primero 
comenzará el quince de septiembre y concluirá el quince de diciembre; y el segundo, que será improrrogable, 
comenzará el uno de febrero y concluirá el treinta de junio. El primer período se podrá ampliar hasta por un mes 
más, si se considera indispensable, según las necesidades públicas o a petición del Titular del Ejecutivo. 
 Cuando concluido un período ordinario de sesiones el Congreso esté conociendo de un juicio político o una declaración 
de procedencia, lo prorrogará hasta pronunciar su resolución, sin ocuparse de ningún otro asunto. 
La Ley Orgánica del Congreso señalará las formalidades con que deban celebrarse la apertura y clausura de las 
sesiones.”
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SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

*******  *********  **********  ******* por su propio derecho y 

como representante del ******* ** *********** * ************* 

**  ***  ****  *******  **********  ***** , respecto del acto que 

reclamó del Congreso del Estado de San Luis Potosí, precisado 

en el segundo considerando de esta resolución, por las razones y 

para los efectos expuestos en los considerandos quinto y sexto de la 

presente sentencia.

TERCERO. Se solicita a la Oficina de Correspondencia 
Común de los Juzgados de Distrito en el Estado la 
compensación que corresponda. Toda vez que se advierte que 

mediante resolución de veintinueve de septiembre de dos mil veinte, 

se ordenó la acumulación del juicio de amparo 190/2020-I-M, 

promovido por  ********  *****  **** , del índice del Juzgado 

Segundo de Distrito en el Estado, al presente juicio  ********** 

promovido por  *******  *********  **********  *******, por sí y en 

representación del ******* ** *********** * ************* ** *** 

**** ******, asociación civil, y que con esta fecha se dicta sentencia 

que resuelve ambos asuntos, se ordena girar oficio a la Oficina de 
Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 
Estado de San Luis Potosí,  para que proceda a realizar la 

compensación de turno que corresponda a este Juzgado de Distrito, 

ello a efecto de generar una carga equitativa en los órganos 

jurisdiccionales de este circuito. 

Notifíquese personalmente.

Así lo resolvió y firma Dante Orlando Delgado Carrizales, 

Juez Cuarto de Distrito en el Estado, asistido de Martha Berenice 
Lizardo Ozaine, Secretaria que autoriza y da fe; hoy nueve de 
marzo de dos mil veintiuno, en que lo permitieron las labores del 

juzgado. Doy fe.
Secretaria: Martha Berenice Lizardo Ozaine
Secretario: José Alejandro Velázquez Aguilar
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7207, 7208 y 7275
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15 32 bc de 57 aa 54 ec 27 86 c3 ca 79 47 0d b9
c1 c1 01 72 6c 4b f0 32 fc c8 09 45 b1 24 6e c9
6f 09 f9 f1 4a 3a d9 d1 ec 7f 53 27 85 f7 2c 89
20 78 37 7d 28 39 6c 02 cb b1 f1 63 d9 b4 41 1d
80 4d 5d 83 96 9b 51 4a 12 5f 56 0e 08 26 8a 23
64 b9 0f 9f 57 2a d1 cb 8c 1a 22 dd bb a0 ff 74
62 d7 35 b6 f8 93 69 03 d2 81 9b 7a c7 0f 5f d9
19 6a bb dd c0 2c ef c2 e6 34 de ce 37 4e 28 96

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 09/03/21 17:45:12 - 09/03/21 11:45:12

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 09/03/21 17:45:12 - 09/03/21 11:45:12

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 40405089

Datos estampillados: bM+4pi4SdHbRBgK9PVoYIo4+Hx8=
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aEl nueve de marzo de dos mil veintiuno, la licenciada Martha Berenice

Lizardo Ozaine, Secretario de Juzgado, con adscripción en el Juzgado Cuarto
de Distrito en el Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


